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HONORABLE SENADO: 
 

La Comisión de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía tiene el 
honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su 
Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”. 
 

Se hace presente que, no obstante tratarse de un proyecto de 
artículo único, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 
127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión lo discutió solo en general, 
siendo aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes (4x0). 
 

- - - 
 

OBJETIVO DEL PROYECTO 
 

Modernizar y fortalecer el régimen jurídico aplicable a los servicios 
sanitarios rurales, consolidando su naturaleza comunitaria y sin fines de lucro y 
asegurando condiciones de equidad, eficiencia y sostenibilidad en la provisión 
de agua potable y saneamiento en los territorios rurales del país. 
 

- - -  
 

CONSTANCIAS 

 

- Normas de quórum especial: Sí tiene. 
 
- Consulta a la Excma. Corte Suprema: No hubo. 

 

https://tramitacion.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=17877-33
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- - -  
 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL 

 
Los incisos primero y cuarto del artículo 11, nuevo, contenido en el 

numeral 10), y el inciso segundo del artículo 15, propuesto por el numeral 
12), ambos del artículo único del proyecto, tienen rango orgánico 
constitucional; en el primer caso, en conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 118, inciso quinto, y 119, inciso tercero, de la Constitución Política 
de la República, por determinar atribuciones de las municipalidades y 
referirse a materias que deben ser acordadas por el concejo municipal, y, en 
el segundo caso, atendido lo prescrito por el artículo 118, inciso quinto, de la 
Ley Suprema, por determinar atribuciones de las municipalidades. Lo 
consignado, en correspondencia con el artículo 66, inciso segundo, de la 
Carta Fundamental. 

 
- - - 

 
ASISTENCIA 

 
- Senadores y Diputados no integrantes de la Comisión: 

Honorable Diputado señor Víctor Pino Fuentes. 
 
- Representantes del Ejecutivo e invitados: Del Ministerio de 

Obras Públicas: la Ministra, señora Jessica López; el Jefe de Gabinete, señor 
Cristián Rojas; el coordinador del Área Hídrica, señor Carlos Estévez; el 
coordinador legislativo, señor Tomás Mendoza; el asesor legislativo, señor 
Stefano Salgado; la asesora de la Dirección Nacional de Obras Hidráulicas, 
señora Magaly Espinosa; los asesores comunicacionales, señora Bernardita 
Castillo y señor Juan Carlos Montecinos, y la asesora legislativa de la Dirección 
General de Aguas, señora María Graciela Veas. Del Ministerio Secretaría 
General de la Presidencia: los asesores, señora Vanessa Layana y señor 
Carlos Ortega. De La Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU 
CHILE): el Presidente, señor José Rivera; la Vicepresidenta, señora Carolina 
Carrasco; la Secretaria, señora Sara Ríos; el Vicepresidente de la Asociación 
Gremial de Servicios de Agua Potable Rural de la Sexta Región, señor 
Edmundo Jofré; el Presidente de la Asociación Provincial de Agua Potable 
Rural del Limarí, señor Luis Alfaro, y el Tesorero de la Asociación Gremial de 
APR Provincia de Melipilla, señor Patricio Riquelme. De la Federación Nacional 
de APR´s CHILE: la Presidenta, señora Yorki Riquelme; el Vicepresidente, 
señor Raúl Vera, y el Coordinador Nacional, señor Rufino Hevia. Del Consejo 
Consultivo de los Servicios Sanitarios Rurales del Maule: la Consejera electa, 
señora Anita Prizant. De la Federación Nacional de Cooperativas de Servicios 
Sanitarios de Chile: el Presidente, señor Manuel Morán, y el asesor técnico, 
señor Igor Ruz. 
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- Otros: De la Biblioteca del Congreso Nacional: el investigador, 
señor Eduardo Baeza. Del Comité de Senadores UDI: la asesora, señora 
Catalina Delgado. Asesores parlamentarios: del Senador señor Castro Prieto, 
don Sergio Mancilla, doña Camila Quintana y don Daniel Quiroga; del Senador 
señor De Rementería, don Nicolás Rojas; del Senador señor De Urresti, don 
Luciano Candia y doña Fernanda Valencia; del Senador señor Gahona, don 
Benjamín Rug y la estudiante en práctica, doña Zofia Gasiorowska; de la 
Senadora señora Provoste, don Rodrigo Vega, y del Diputado señor Pino, don 
Renato Ramos. 
 

- - - 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se ha tenido en 
consideración el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que 
repasa la historia del Programa de Agua Potable Rural, surgido en 1964, hasta 
la dictación de la ley N° 20.998, que regula los servicios sanitarios rurales. 

 
Seguidamente, sintetiza los contenidos de dicho cuerpo legal, 

destacando que reconoce como prestadores, operadores y administradores de 
los servicios sanitarios a los comités y cooperativas de agua potable rural; 
incorpora el saneamiento como un componente fundamental de la prestación 
de este servicio; refuerza el rol del Estado en asistencia técnica, promoción de 
competencias y provisión de infraestructura; regula las licencias de operación, 
los derechos y obligaciones de los operadores de servicios sanitarios rurales, el 
registro de éstos y su clasificación; faculta al MOP a declarar en riesgo una 
operación y declarar su intervención; establece los consejos consultivos y 
consagra el rol que le cabe en la materia a la Superintendencia de Servicios 
Sanitarios (SISS). 

 
Reseña, seguidamente, las dificultades que tuvo la implementación 

de la mencionada ley, primero, a consecuencia de las restricciones derivadas 
de la pandemia del COVID 19, y, luego, en atención a deficiencias propias de la 
normativa, lo que derivó en la dictación de leyes modificatorias destinadas a 
postergar algunos plazos, retrasando la puesta en vigor de ciertas 
disposiciones. Explica que la insuficiencia de dichos ajustes llevó a conformar 
una Mesa Única Nacional, instancia que, al amparo del MOP y con 
participación de dirigentes de comités y cooperativas de todo el país, propuso 
los siguientes perfeccionamientos a la ley: 

 
a) Seguir siendo reconocidos y tratados como APR y no como 

servicios sanitarios rurales, sin perjuicio de denominar de esta forma al servicio 
prestado. 

b) Incorporar en el ámbito de la ley a todas las organizaciones 
comunitarias que suministren agua potable rural y hayan recibido aportes 
públicos. 

https://tramitacion.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=18533&tipodoc=mensaje_mocion
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c) Establecer medidas de incentivos y protección a la función de los 
dirigentes, que permita su renovación y permanencia en el tiempo. 

d) Consagrar que las licencias otorgadas sean por el solo ministerio 
de la ley, con carácter de indefinidas, intransferibles y no caducables, sin 
perjuicio de eventuales sanciones a directivos o gestores. 

e) Mantener la estructura actual de tarifas que se aplican a los APR, 
con un cargo fijo más tramos crecientes en función de sus consumos. 

f) Determinar que las labores de fiscalización incluyan revisiones 
preventivas, de diagnóstico y correctivas para el mejor funcionamiento de los 
APR. 

g) Precisar con claridad la responsabilidad del Estado en la 
ejecución de proyectos de ampliaciones, reposición y conservación de 
infraestructura. 

h) Actualizar el marco conceptual en ciertas temáticas, a saber: 
régimen de tarifas; licencias, sistema de registro y clasificaciones de los APR; 
fiscalización y sanciones; derechos y obligaciones de usuarios y operadores; 
inversión pública, etc. 

 
Posteriormente, el Mensaje enfatiza que las modificaciones 

propuestas tienen como objetivos centrales superar el desajuste advertido 
entre la ley N° 20.998 y la realidad de los comités y cooperativas; disminuir 
ciertas cargas y exigencias y simplificar procedimientos administrativos, así 
como fortalecer a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales (SSSR). 

 
Luego, expone los principales contenidos de la iniciativa legal, 

desagregados en los respectivos títulos de la ley, a saber: 
 
En el Título I, Disposiciones preliminares, se redefine el objeto de la 

normativa, se determina que la calidad de licenciatario se otorga a los comités y 
cooperativas por el solo ministerio de la ley, se actualizan las definiciones 
legales y se regula la formulación y revisión de la Política Nacional de Servicios 
Sanitarios Rurales. 

 
El Título II, Del servicio sanitario rural, define el servicio, 

distinguiendo entre primario y secundario, y precisa las etapas de la prestación, 
incluyendo el saneamiento, que solo será exigible cuando el MOP aporte la 
infraestructura respectiva. 

 
El Título III, Licencias, reconoce de pleno derecho a los comités y 

cooperativas que se encuentren prestando el servicio como licenciatarios, 
quedando incorporados en el registro respectivo; actualiza y precisa el 
procedimiento para determinar, modificar o ampliar el área de servicio y genera 
una regulación acerca del registro, diagnóstico, evaluación y categorización de 
los servicios, que estará a cargo de la SSSR. Además, se contempla la 
constitución de un Fondo de Atención de Emergencias para reparaciones 
extraordinarias, asegurando gradualidad y financiamiento vía tarifas. 
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El Título IV, De los licenciatarios prestadores del servicio, determina 
obligaciones y derechos; contempla la creación de un Fondo de Reposición de 
Infraestructura, para sistemas medianos y mayores, y fortalece las normas de 
gobernanza y probidad de los dirigentes. 

 
El Título V, De las tarifas, fija la estructura de estos cobros, 

manteniendo un cargo fijo y otro variable progresivo; explicita que la SISS será 
la encargada de su cálculo y fijación, y habilita un procedimiento simplificado 
para los servicios menores y algunos de tamaño mediano. 

 
El Título VI, Institucionalidad, regula la conformación de los consejos 

consultivos; refuerza las funciones de la SSSR; contempla un capítulo 
específico destinado a la fiscalización, incluyendo un catálogo de infracciones, 
y regula la aplicación de sanciones y medidas alternativas de cumplimiento, 
encargando las labores de fiscalización a la SISS. 

 
Finalmente, las Disposiciones transitorias incluyen reglas destinadas 

a normar la entrada en vigencia progresiva de la nueva normativa y la 
correspondiente adecuación de los reglamentos, registros, fondos y 
procedimientos, con el objeto de garantizar una transición ordenada. 
 

- - - 
 

ASPECTOS CENTRALES DEL DEBATE 

 
La Comisión valoró el contenido de esta iniciativa legal, 

considerando las dificultades que la aplicación de la ley N° 20.998 ha generado 
a numerosos comités y cooperativas de agua potable rural, particularmente a 
aquellos de menor tamaño, sin perjuicio de lo cual, durante el debate, se 
formularon algunas dudas, planteamientos y observaciones, en relación con las 
siguientes materias: 

 
- El financiamiento, a través de las tarifas, de los fondos de 

reposición de infraestructura y de atención de emergencias, lo que podría 
representar un recargo excesivo para los usuarios, postulándose contemplar 
algún mecanismo institucional para solventar obras menores y equipamiento. 

 
- El sistema de fiscalización y fijación de tarifas, a cargo de la 

Superintendencia de Servicios Sanitarios, en atención a la escasa experiencia 
del organismo con entidades comunitarias de este tipo. 

 
- La facultad que se otorga a la Subdirección de Servicios Sanitarios 

Rurales para promover la fusión de algunos servicios, lo que podría afectar la 
autonomía de los comités y cooperativas. 
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- La incorporación del saneamiento como obligación de los servicios 
sanitarios rurales, condicionado al traspaso de la infraestructura necesaria. 

 
- - - 

 
DISCUSIÓN EN GENERAL 1 

 
A.- Presentación del proyecto de ley por parte de la Ministra de 

Obras Públicas, señora Jessica López, y debate preliminar en la 
Comisión. 
 

Al comenzar el análisis de la iniciativa, la Comisión recibió en 
audiencia a la Ministra de Obras Públicas, señora Jessica López, quien, a 
través de una presentación, destacó la relevancia del proyecto, en tanto 
persigue regular y asegurar la sostenibilidad del sistema sanitario para las 
zonas rurales del país, que abarca el 85% del territorio y abastece a unos 2.3 
millones de personas. 

 
Reseñó, luego, la historia de este modelo de gestión comunitaria, 

creado en 1964, y que encuentra como antecedentes la Asamblea Mundial de 
la Salud, de 1959, y el Acuerdo “Carta de Punta del Este”, de 1961, en que los 
ministros de salud de América Latina determinaron otorgar prioridad a la 
provisión de agua potable, fijando como meta alcanzar una cobertura de, al 
menos, el 50% de la población rural concentrada, durante esa década. 

 
Recordó que con este propósito se adoptó, en 1964, el Plan Básico 

de Saneamiento Rural, que contó, en una primera fase, con financiamiento 
adicional del Banco Interamericano de Desarrollo (BID); repasó que, desde esa 
fecha, diversas reparticiones del MOP tuvieron a su cargo este programa hasta 
la creación, en 2011, de la Subdirección de Agua Potable Rural, y subrayó que, 
en la actualidad, la infraestructura para estos fines se construye exclusivamente 
con fondos públicos provenientes de dicha cartera y, también, del Fondo 
Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), de la Subdere y de los gobiernos 
locales. 

 
Expuso, seguidamente, el catastro de servicios sanitarios rurales 

que mantienen una vinculación con el MOP, los que clasificó según su 
ubicación y tamaño, a través de los siguientes cuadros: 

 

                                            
1 La Comisión dedicó al estudio de este proyecto las sesiones del 8 y 15 de octubre y 5 y 26 de 
noviembre de 2025, que fueron transmitidas por TV Senado y pueden revisarse utilizando el link 
incorporado en las citadas fechas. 

https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/3e485ba9-2737-47fb-b3a2-4e3fd7e770a8?includeContent=true
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/comision-de-recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/2025-10-08/062241.html
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/comision-de-recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/2025-10-15/063213.html
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/comision-de-recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/2025-11-04/144843.html
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/comision-de-recursos-hidricos-desertificacion-y-sequia/2025-11-25/090628.html
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Enfatizó que en las localidades concentradas la cobertura es total, 
mientras que en las semiconcentradas se ha aumentado, entre los años 2022 y 
2024, de un 45% a un 55%; hizo presente que, actualmente, 132 servicios 
sanitarios rurales se abastecen mediante camiones aljibe, y ahondó en la 
distribución regional de los sistemas, a través de la siguiente lámina: 

 

 
 
Refiriéndose a los objetivos del proyecto de ley, precisó que éste 

busca garantizar la sostenibilidad de largo plazo del sistema en su ámbito 
operacional, pues la inversión es provista por el Estado, asegurando de esa 
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forma el derecho humano al agua y al saneamiento, cumpliendo con los 
correspondientes estándares de cantidad, calidad, continuidad y cobertura. 

 
Agregó que, asimismo, la iniciativa persigue simplificar la gestión 

administrativa de los servicios, disminuir la brecha de cobertura y mantener la 
infraestructura existente. Recalcó, en este punto, que, según estimaciones del 
MOP, se requiere crear unos 300 SSR para conseguir la cobertura total de las 
zonas semiconcentradas y reveló que, del presupuesto de la cartera para estas 
materias, un 75% se utiliza en la reparación, rehabilitación, conservación y 
ampliación de sistemas existentes, mientras un 25% se destina a habilitar 
nuevos servicios. 

 
Prosiguió manifestando que, igualmente, se persigue reforzar la 

seguridad hídrica ante la amenaza de emergencias, fortalecer las capacidades, 
acompañamiento y supervisión de los SSR, y abordar la necesidad de 
saneamiento, cuya inclusión es una innovación de esta propuesta legislativa y 
representa un gran desafío. Ilustró, al respecto, que, según el censo 2024, un 
90% de las viviendas tiene una solución individual de este tipo, por lo que las 
políticas públicas deberían perseverar en esa línea. Destacó, adicionalmente, 
que se contempla un fortalecimiento de la participación, a través de la 
ampliación de la representatividad regional y del ámbito temático de actuación 
de los consejos consultivos. 

 
Tras ello, rememoró la historia de la ley N° 20.998, relevando que, si 

bien fue promulgada en 2017, su aplicación debió esperar hasta la dictación del 
reglamento respectivo, en 2020, surgiendo, en ese momento, distintos reparos 
desde las asociaciones de APR y sus dirigentes, tanto por su complejidad 
como por carecer de flexibilidad para atender la diversidad de situaciones 
existentes en el territorio. Añadió que para recoger dichas observaciones se 
instaló, en 2023, una Mesa Única Nacional, en la que participaron 
representantes electos de todas las regiones y funcionarios del MOP, de la 
Superintendencia de Servicios Sanitarios y de otras carteras, como Salud y 
Medio Ambiente, y que, tras 9 meses de trabajo, se redactó un documento con 
conclusiones que han sido tenidas a la vista para la elaboración del presente 
proyecto de ley, no obstante reconoció que no ha sido posible recoger 
íntegramente todos los planteamientos. 

 
El Coordinador del Área Hídrica del Ministerio de Obras 

Públicas, señor Carlos Estévez, resumió, a continuación, algunas ideas 
programáticas del proyecto de ley, a saber: modernizar y fortalecer el régimen 
jurídico de los SSR; diferenciar entre el servicio que se presta y los 
prestadores, que son los comités y cooperativas de agua potable rural; 
consolidar la alianza público-comunitaria que funda este modelo de gestión; 
minimizar la brecha entre la normativa y la realidad de los APR; reducir cargas 
administrativas y simplificar procedimientos; fortalecer la Subdirección de 
Servicios Sanitarios Rurales y alcanzar mejores estándares de servicio, pero 
recogiendo las particularidades de la ruralidad. 

https://bcn.cl/284uy
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Detallando los contenidos del texto, señaló que, en el Título I, 

Disposiciones Preliminares, se incluye el objeto de la ley, las definiciones 
básicas y ciertos principios rectores que se relocalizan y complementan, 
contemplando, entre otros, el derecho al agua potable y saneamiento. 

 
Continuó exponiendo que, en el Título II, Del Servicio Sanitario 

Rural, se regula esta prestación, clasificándolo en primario y secundario, según 
si atiende o no la provisión de agua para la población, estableciendo, por tanto, 
reglas diferentes para su operación; se profundiza en el saneamiento, 
puntualizando que solo será una obligación para los APR si existen las 
inversiones y capacidades necesarias para ejecutarlo y consagrando la 
posibilidad de generar soluciones individuales o colectivas, según el caso, y se 
faculta a los comités y cooperativas para subcontratar o tercerizar ciertas 
labores. 

 
Acerca del Título III, Licencias, sostuvo que se cambia la lógica 

prevista en la actual normativa, recogiendo el reclamo de los comités y 
cooperativas en el sentido de que los numerosos requisitos administrativos 
exigidos les dificultan prestar adecuadamente el servicio, por lo que se propone 
entregar la licencia por el solo ministerio de la ley y en forma indefinida, vale 
decir, no sujeta a caducidad. Explicó que lo anterior se funda en la carencia de 
una alternativa, por lo que la disolución pone en riesgo el derecho humano al 
agua potable y el saneamiento.  

 
Complementó que ello implica reformular el sistema de fiscalización, 

incorporando acciones preventivas y medidas correctivas, como planes de 
cumplimiento, sin perjuicio de incluir sanciones, pero en casos muy acotados y 
como último recurso, toda vez que las multas terminan siendo solventadas por 
los propios usuarios. 

 
Repasó que en la última modificación a la ley N° 20.998, ya se había 

facultado a la Subdirección para proceder de oficio al registro e incorporación 
en el catastro, lo que se mantiene, pero en esta iniciativa se propone incluir, 
además, un mecanismo de diagnóstico y evaluación quinquenal de los SSR por 
parte de ese organismo y elevar a rango legal la categorización de los 
servicios, modificándose la escala vigente, de forma de considerar como 
menores a aquellos que cuenten con hasta de 300 arranques, medianos a los 
que comprendan desde 301 a 800 arranques, y mayores a los que excedan 
esta última cifra, aunque previno que se permitiría que, en ciertos casos, 
algunos operadores medianos puedan sujetarse a las reglas de los menores, 
eximiéndose así de conformar el fondo de reposición de infraestructura, pero 
no de enterar el fondo de atención de emergencias, que será obligatorio para 
todos. 

 
Enfatizó, adicionalmente, que el proyecto de ley permite la fusión de 

servicios sanitarios rurales, sea que ésta se produzca voluntariamente a 
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petición de los interesados o como consecuencia de una resolución de la 
Subdirección. 

 
El Honorable Senador señor De Urresti consultó por la forma en 

que se constituyen los fondos aludidos. 
 
Don Carlos Estévez contestó que éstos se irán conformando 

gradualmente, destinando para ello una fracción marginal del cobro tarifario, 
siendo su objeto provisionar recursos que eviten tener que solventar en muy 
pocos meses el pago de reparaciones o repuestos, no obstante, aclaró que si 
el problema es de gran envergadura ello será soportado por el MOP. 

 
La asesora de la Dirección Nacional de Obras Hidráulicas, 

señora Magaly Espinosa, confirmó que al momento de la fijación tarifaria se 
determinará el porcentaje que contribuirá a la conformación, en todos los 
casos, del fondo de atención de emergencias y, respecto de los sistemas 
medianos y mayores, del fondo de reposición de infraestructura. 

 
El Honorable Senador señor De Urresti cuestionó la viabilidad de 

la fórmula propuesta y advirtió que los APR difícilmente acogerán el pago de 
sumas adicionales, pues para muchos de sus socios ni siquiera está en sus 
costumbres el pago del servicio básico, ya que históricamente obtuvieron el 
agua de manera gratuita. 

 
Anunció que está promoviendo incluir, durante la discusión de la ley 

de presupuestos para el sector público, correspondiente al año 2026, una glosa 
destinada a allegar recursos, especialmente de los gobiernos regionales, a un 
fondo permanente que permita atender desperfectos en los equipos e 
instalaciones y favorezca su reparación más expedita. 

 
Don Carlos Estévez detalló que se espera que gradualmente el 

fondo de atención de emergencias reúna el equivalente a dos meses de 
ingresos de cada sistema; admitió las complejidades de la fórmula planteada, y 
asumió que, probablemente, algunos sistemas acogerán el mecanismo mejor 
que otros. 

 
Doña Magaly Espinosa ahondó en el Título V, De las tarifas, 

evidenciando que el sistema tarifario previsto en la ley N° 20.998 resultó muy 
distinto al que venían utilizando los comités y cooperativas; recordó que éste ya 
está en aplicación para los operadores de mayor tamaño, y anticipó que el 
proyecto de ley no alteraría sustantivamente la metodología, pero simplificaría 
la entrega de información para el cálculo de las tarifas, al tiempo que habilita un 
procedimiento simplificado para los servicios menores y algunos de nivel 
mediano. 

 
Subrayó, adicionalmente, que el texto pormenoriza la estructura 

tarifaria, disponiendo el cobro de un cargo fijo y uno variable progresivo, por 
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tramos de consumo, lo que recoge una práctica de estos servicios, y valoró, 
muy especialmente, que la iniciativa reemplace el procedimiento actual de 
aprobación de las tarifas, que exige un decreto del Ministerio de Economía, 
Fomento y Turismo, sujeto a toma de razón de la Contraloría General de la 
República, por una resolución de la Subdirección, previa información de la 
SISS. 

 
Pasando al Título VI, Institucionalidad, sostuvo que el Consejo 

Consultivo Nacional (CCN) previsto en la normativa vigente no asegura una 
representación de todas las regiones, lo que el proyecto de ley corrige, 
nominando para ese efecto al representante de mayor votación de cada 
Consejo Consultivo Regional, cuestión que, adicionalmente, simplifica el 
mecanismo de elección del CCN. 

 
También recalcó que el texto fortalece a la Subdirección de 

Servicios Sanitarios Rurales, otorgándole un rol relevante en la creación, 
modificación o fusión de áreas de servicio; concentra su labor en el registro al 
eliminar el licenciamiento a solicitud del interesado, y dispone la realización de 
evaluaciones, diagnósticos y categorizaciones, esenciales para focalizar en 
forma objetiva la asesoría y los proyectos de inversión que desarrolle la SSSR. 

 
Añadió que la iniciativa legal crea un nuevo régimen de fiscalización, 

con un enfoque preventivo y correctivo, lo que se expresa en que la SISS 
deberá realizar labores de preparación y diagnóstico, sugiriendo correcciones al 
comité o cooperativa o requiriendo a la SSSR entregar asesoría para fortalecer 
el ámbito deficitario, y en la posibilidad de formular planes de cumplimiento, 
dejando el procedimiento sancionatorio para cuando éstos no se verifiquen. 

 
Finalmente, expuso que el texto categoriza las infracciones en leves, 

graves y gravísimas, y que en los primeros dos casos se permite la aplicación 
del mencionado plan de cumplimiento, en tanto, en la última hipótesis, que 
implica afectar la continuidad del servicio a más del 50% de los usuarios, se 
prevé el inicio de un mecanismo sancionatorio, aunque, observó que el comité 
o cooperativa podría eximirse de responsabilidad si se determina que las 
falencias no son atribuibles a su gestión, sino que derivan de retrasos o falta de 
ejecución de proyectos de inversión o mejoras de infraestructura. 

 
Don Carlos Estévez acotó que la aplicación de planes de 

cumplimiento será obligatoria tratándose de comités de hasta 300 arranques. 
 
Doña Magaly Espinosa remarcó que, además, se reduce el umbral 

máximo de las multas desde 100 UTM a 30 UTM, y se incorpora la 
amonestación como primera categoría de sanciones, argumentando que, en 
definitiva, las penas pecuniarias terminan siendo solventadas por todos los 
socios. 
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La Ministra señora López destacó la amplitud del proyecto de ley, 
la enorme diversidad de los SSR existentes y la complejidad en que se 
desenvuelven muchos de ellos, enfatizando que con esta nueva regulación se 
busca que este modelo de gestión sea sostenible y procure la mejora continua 
en la calidad de los servicios, a través del establecimiento de reglas generales, 
sin perjuicio de abordar puntualmente las situaciones de excepción. Manifestó, 
finalmente, su anhelo de que la discusión legislativa sea expedita y fructífera. 

 
Don Daniel Quiroga, asesor legislativo del Honorable Senador 

señor Castro Prieto, resaltó, posteriormente, que, tras una primera revisión del 
texto en examen, se advirtieron diversas inconsistencias formales, 
fundamentalmente vinculadas a errores de referencia en algunas disposiciones, 
las que enunció, con el objeto de que sean enmendadas antes de su discusión 
pormenorizada. 

 
En su oportunidad, la unanimidad de los miembros presentes de 

la Comisión, Honorables Senadores señora Provoste y señores Castro 
Prieto, Gahona y Kuschel, acordó introducir las adecuaciones formales 
pertinentes respecto de las aludidas disposiciones, ya concordadas con los 
representantes del MOP. 

 
El Honorable Senador señor Gahona señaló que, a su juicio, la 

propuesta legal comprende prácticamente todos los aspectos que han sido 
cuestionados por los dirigentes y organizaciones de agua potable rural. 

 
Denotó, luego, su preocupación por la sostenibilidad financiera de 

estos sistemas, para lo cual creyó indispensable que las tarifas reflejen el costo 
efectivo del servicio, sin perjuicio de que se busquen mecanismos 
excepcionales para solventarlos, y anotó que, preliminarmente, le parece que el 
proyecto se orienta en un sentido correcto en este punto, tal cual sucede con la 
fiscalización, en que se privilegia el énfasis preventivo y correctivo. 

 
Sugirió promover que la normativa aliente una mayor rotación de los 

dirigentes, evitando que éstos ejerzan los cargos por largo tiempo o se 
transformen en vitalicios, y expresó su interés en que la iniciativa legal pueda 
ser aprobada, al menos en su primer trámite constitucional, antes de marzo de 
2026, con el objeto de evitar que un eventual cambio de autoridades retrase su 
despacho, para lo que planteó acotar la discusión e instalar una mesa de 
trabajo para su estudio. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto compartió la idea de 

agilizar el trámite legislativo y coincidió en la creación de una mesa técnica, 
conformada por representantes del Ejecutivo y asesores parlamentarios, para 
que sugiera perfeccionamientos al texto del proyecto. Este último 
planteamiento fue aprobado por la unanimidad de los miembros 
presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro Prieto, 
De Urresti, Gahona y Kuschel. 
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El Honorable Senador señor De Urresti juzgó necesario que, con 

el mismo objetivo, se procure concentrar la discusión del proyecto de ley en 
esta instancia, sin necesidad de que sea remitido a otras comisiones. 

 
Observó, enseguida, que el texto prescinde de distinguir si los 

sistemas de agua potable rural cuentan o no con fuentes suficientes de 
abastecimiento de agua, lo que consideró fundamental a la hora de regular su 
funcionamiento. 

 
Adicionalmente, solicitó a los representantes del MOP realizar las 

gestiones que permitan, en el marco de la discusión presupuestaria en curso, 
conformar un fondo que allegue recursos de distintas fuentes para atender 
problemas urgentes de operación que, actualmente, son abordados mediante 
acciones de beneficencia o recurriendo a servicios públicos locales o 
sectoriales. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto indicó que, a su juicio, 

la carencia de agua que enfrentan algunos APR deriva, en definitiva, de la falta 
de recursos para acometer las inversiones pertinentes, lo que se liga a la 
necesidad de velar por la existencia de tarifas suficientes, que solventen el 
valor real del servicio y permitan acometer las contingencias, y contar con una 
gestión profesional y eficiente. 

 
El Honorable Senador señor Kuschel reflexionó respecto de la 

proporción de los recursos que se orientan a reparaciones en comparación a 
los que financian nuevas infraestructuras, y solicitó profundizar en la materia, 
haciendo presente los riesgos de que un fondo de contingencia muy abundante 
y expedito termine desincentivando el gasto en mantenimiento. 

 
La Ministra señora López informó que se encuentra en desarrollo 

un completo catastro sobre la actual situación de los APR, en sus distintos 
aspectos, tales como infraestructura, operación, situación financiera, fuentes de 
agua, etc, y reveló que se cuenta con un listado de más de 300 proyectos de 
infraestructura para nuevos APR y con una nómina de proyectos de 
mantención mayor, mejoramiento, reparación o ampliación de servicios en 
actual funcionamiento. 

 
El Honorable Senador señor Kuschel consultó por la regularidad 

en el avance de la ejecución de las mencionadas obras, particularmente 
considerando eventuales retrasos motivados en la obtención de permisos. 

 
La Ministra señora López destacó que durante esta administración 

se espera cumplir con la meta de haber iniciado obras en, al menos, 25 APR 
nuevos al año, totalizando 100 en el período, aun cuando admitió que no todos 
quedarán culminados. Agregó que se ha avanzado en más de 100 
reparaciones mayores o ampliaciones. 
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El Honorable Senador señor Castro Prieto reiteró que la situación 

de los APR es muy diversa, aunque sostuvo que, según su parecer, el desafío 
es que todos mejoren su gestión, particularmente, su sostenibilidad y 
capacidad para enfrentar contingencias. 

 
El Honorable Senador señor Kuschel observó que, en ocasiones, 

el funcionamiento de un APR no depende exclusivamente de la calidad de sus 
dirigentes, sino también de la antigüedad y estado de las instalaciones y de 
fenómenos externos, y resaltó que otro elemento susceptible de mejoría lo 
constituye la preparación de los funcionarios públicos a cargo de apoyar a 
estos servicios. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto evidenció que hay 

dirigentes que ya no desean seguir siéndolo, atendido el desgaste que 
ocasionan estas labores, lo que constituye una razón más para profesionalizar 
la gestión. 

 
Don Carlos Estévez compartió el anhelo de procurar, a lo menos, la 

aprobación del primer trámite constitucional del proyecto de ley antes de marzo 
de 2026, aunque hizo presente la necesidad de escuchar la opinión de las 
principales organizaciones nacionales de los APR. 

 
B.- Exposiciones de los invitados y debate suscitado en la 

Comisión con ocasión de ellas. 
 

El Presidente de la Federación Nacional de Agua Potable Rural 
(FENAPRU CHILE), señor José Rivera, comenzó su presentación 
destacando los logros del país y, particularmente, de los comités y cooperativas 
de agua potable rural, en el abastecimiento de este vital elemento a lo largo del 
territorio nacional. Relevó, asimismo, la labor de la organización que representa 
en el fortalecimiento de la asociatividad, la gestión comunitaria y la defensa del 
derecho humano al agua y el saneamiento, y repasó la trayectoria de aquélla 
desde su fundación en 2005. 

 
Advirtió, sin embargo, que ya antes de esa fecha, en el año 2000, 

diversos dirigentes locales comenzaron a esbozar la necesidad de legislar en 
esta materia, empeño que solo vino a materializarse el 2008 con el ingreso al 
Congreso Nacional del Mensaje respectivo; recordó la larga tramitación de 
dicho texto hasta ser publicado, como ley N° 20.998, el año 2017, tras lo cual 
debió elaborarse el reglamento, que se publicó en 2020. 

 
Manifestó, luego, que durante la actual administración los dirigentes 

hicieron ver las falencias y omisiones de la normativa, lo que llevó a la 
constitución de la Mesa Única Nacional, con una amplia representación de 
organizaciones de todo el país, que concluyó en la recomendación de 
modificaciones a la ley. 

https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/a5666253-972a-4988-912b-81a0e920fd59?includeContent=true
https://bcn.cl/2lxdm
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Acerca de la iniciativa en comento, recalcó, en una primera 

aproximación, que incluye aspectos significativos que representan un avance 
importante para superar las diferencias interpretativas y complejidades del texto 
vigente, como sucede en el ámbito de la fijación de tarifas. 

 
En particular, valoró la inclusión de los principios y de la política 

nacional, la mención a los dirigentes y la actividad del MOP en la inversión y la 
asesoría y asistencia, pero observó que para que esto último pueda 
materializarse se requiere un mejoramiento en la gestión de esa cartera. 

 
Resaltó, igualmente, la simplificación de las licencias y el registro y 

la incorporación de las normas relativas al diagnóstico y evaluación, pero 
previno que la clasificación en función de arranques no resuelve los problemas 
existentes. Además, estimó inconveniente la participación de la SISS en la 
fijación de tarifas, particularmente de los servicios menores, y consideró que 
aquéllas deberían ser determinadas por la Subdirección de Servicios Sanitarios 
Rurales, a través de un proceso simplificado, dejando a la Superintendencia la 
función de resolver discrepancias entre la SSSR y los APR. 

 
Hizo presente que, bajo la actual normativa, pese a los plazos 

existentes en la ley, no se ha logrado culminar la fijación de tarifas de ningún 
SSR del segmento mayor en las tres regiones que se encuentran en una etapa 
piloto, con el consiguiente perjuicio financiero para los APR, que mantienen sus 
tarifas congeladas desde el 2023. De igual forma, expresó sus objeciones al 
mecanismo de fiscalización, al que debiera restarse intensidad, enfatizando la 
naturaleza sin fines de lucro de los comités y cooperativas, y remarcando que, 
por tanto, no pueden ni deben recibir un tratamiento análogo al de las 
empresas sanitarias. 

 
Culminó resaltando el rol de intermediación que ha cumplido 

FENAPRU entre el Estado y las organizaciones rurales; reforzó la significación 
del modelo de gestión pública comunitaria; subrayó el trabajo de la Mesa Única 
Nacional, y solicitó que las organizaciones de agua potable rural puedan 
participar activamente en la discusión de este proyecto de ley. 

 
Por su parte, la Presidenta de la Federación Nacional de APR's 

Chile, señora Yorki Riquelme, reconoció el envío, por parte del Ejecutivo, del 
proyecto de ley en comento e informó que la organización que representa 
realizó un detallado análisis de sus contenidos que se resume en esta 
presentación y en un documento con observaciones. 

 
Rememoró la génesis y objetivos de la ley N° 20.998; evidenció que 

su aplicación ha producido tensiones entre el modelo de gestión comunitaria y 
la lógica administrativa e institucional que la regula, y destacó que el proceso 
de discusión en marcha constituye una oportunidad para corregir esas 
distorsiones, aunque reparó en que la iniciativa legal mantiene vacíos 

https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/835256ba-7139-431c-b56d-3ef3689acbb0?includeContent=true
https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/a7dd8a9a-4847-4371-a648-9f3a6a3c8c5c?includeContent=true
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estructurales que impiden que la ley cumpla plenamente su objetivo de 
garantizar el derecho humano al agua y el saneamiento, así como de fortalecer 
la autonomía y función pública de los comités y cooperativas de agua potable 
rural. 

 
Ahondando en la propuesta legislativa, apreció como aspectos 

positivos: el reconocimiento del acceso al agua y el saneamiento como un 
derecho humano esencial e irrenunciable que debe ser garantizado por el 
Estado; la incorporación de los principios de no discriminación, transparencia, 
asociatividad y sostenibilidad; el fortalecimiento del registro público de 
licenciatarios y la definición más clara de la titularidad de la licencia, así como el 
inicio de la discusión sobre el saneamiento rural como componente estructural 
de los servicios. 

 
Juzgó que lo anterior constituye un avance respecto de la normativa 

vigente, en tanto se reconoce la relevancia social del trabajo asociativo y de la 
participación de los comités y cooperativas de agua potable rural, mejorando la 
coherencia del texto con la reforma al Código de Aguas y con los compromisos 
internacionales en materia de derechos humanos. 

 
Luego, se explayó acerca de los vacíos, riesgos y omisiones que se 

aprecian en la iniciativa, advirtiendo un débil compromiso del Estado con el 
derecho humano al agua y el saneamiento, así como la separación artificial 
entre el licenciatario y la comunidad que le da origen, asemejándose a los 
concesionarios de obras sanitarias. En este último aspecto, llamó a declarar 
explícitamente que el licenciatario es la propia comunidad organizada. 

 
Criticó, además, la pérdida de centralidad del carácter comunitario, 

expresando que la organización de comités y cooperativas queda subordinada 
a otras leyes, restándoles autonomía y desconociendo su función pública; 
lamentó, igualmente, que se autorice a otras personas jurídicas sin fines de 
lucro a operar servicios en el ámbito rural, y resaltó que la subcontratación de 
empresas sanitarias que la normativa faculta realizar a la Subdirección y a los 
APR´s implica una privatización encubierta. 

 
Prosiguió rechazando la facultad que se otorga a la Subdirección 

para fusionar servicios, lo que, a juicio de su entidad, amenaza la autogestión y 
diversidad organizativa, y fustigó la inclusión en el texto de un enfoque 
tecnocrático que privilegia indicadores financieros y administrativos por sobre 
dimensiones sociales y culturales, el insuficiente reconocimiento de las 
condiciones materiales necesarias para prestar los servicios y la carencia de 
compromisos efectivos del Estado para la implementación del saneamiento. 

 
Reflexionó, a continuación, que tales observaciones reflejan que las 

modificaciones propuestas refuerzan una mirada administrativa de los APR´s, 
más que reconocerlos como actores públicos comunitarios con un rol 
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estratégico para garantizar el acceso en lugares donde el Estado no ha llegado 
o es insuficiente y el prestador privado no tiene interés. 

 
Resaltó que el reconocimiento al derecho humano al agua y el 

saneamiento debe traducirse en asegurar condiciones habilitantes, como el 
acceso prioritario a fuentes de agua, energía, formación y apoyo técnico 
permanente, que derive de una institucionalidad pública especializada y no 
dependa de la voluntad política ni de trámites burocráticos. 

 
Sintetizando, formuló las siguientes conclusiones y propuestas: 
 
1. Incorporar explícitamente el deber del Estado de garantizar 

inversión, asistencia y fortalecimiento permanente de los APR´s. 
2. Reconocer a los APR´s como organizaciones comunitarias con 

función pública, no subordinadas a otras leyes. 
3. Eliminar la posibilidad de contratación permanente con empresas 

sanitarias. 
4. Afirmar que el licenciatario es la propia comunidad organizada. 
5. Incorporar la participación vinculante de las organizaciones 

comunitarias en la Política Nacional de SSR. 
6. Garantizar financiamiento basal y fondos de emergencia 

estructurales. 
7. Reconocer el agua misma como bien indispensable y priorizar su 

uso humano y comunitario. 
8. Promover una nueva relación entre Estado y comunidades, 

basada en corresponsabilidad, respeto y confianza mutua. 
 
Finalmente, planteó que la modificación de la ley N° 20.998 debe ser 

una oportunidad para consolidar el modelo comunitario de agua potable rural, 
fortalecer la institucionalidad pública y garantizar efectivamente el derecho 
humano al agua y el saneamiento, y rechazó cualquier cambio que debilite la 
autonomía, la participación o el rol social de los comités y cooperativas. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto valoró los aportes de 

los invitados; remarcó que el proyecto de ley persigue fortalecer estas 
organizaciones y enfatizó la complejidad y extensión de la iniciativa legal. 

 
La Vicepresidenta de FENAPRU CHILE, señora Carolina 

Carrasco, sostuvo que el proyecto de ley no responde, con el debido énfasis, a 
los planteamientos que los dirigentes formularon en la Mesa Única Nacional, 
particularmente en lo tocante al saneamiento, en que se sugirió mantener el 
asunto en los términos actuales. 

 
Criticó, especialmente, que el artículo 11 propuesto permita a las 

municipalidades ceder las plantas de tratamiento a los comités y las 
cooperativas con la sola aprobación de la Subdirección, en circunstancias que, 
a su juicio, la misma no tiene personal suficiente ni calificado en estas materias, 
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y recalcó que se trata de un tema complejo que constituirá una carga excesiva 
para muchos APR´s que no cuentan con respaldo financiero para acometer el 
saneamiento. 

 
Pese al interés de los dirigentes en esa función y en la protección 

del medio ambiente, calificó como un abuso que se pretenda recargar su ya 
compleja labor, traspasándoles un rol que le compete al Estado, sin aportar las 
condiciones para desarrollarlo adecuadamente. 

 
Reprochó, de igual forma, el trabajo de la SISS en la fijación tarifaria 

en las regiones que se encuentran aplicando el plan piloto, manifestando que la 
propuesta elaborada por el organismo resulta perjudicial al rebajar el cargo fijo, 
calculado teniendo como base el costo de los insumos de hace tres años, y al 
imponer, en materia de cargo variable, un primer tramo más oneroso, que 
afecta a los usuarios de mayor vulnerabilidad, como los adultos mayores, 
mientras se rebajan los rangos superiores, aplicables a los consumidores de 
grandes volúmenes. 

 
Explicó que el sistema tarifario propuesto por la SISS se aparta de la 

lógica aplicada por los APR´s, tendiente a desincentivar el sobreconsumo; 
lamentó que la paralización del proceso que se ha impuesto recientemente 
implique un incumplimiento de la ley, y afirmó que la creación, en la presente 
iniciativa legal, de dos fondos con cargo a las tarifas resulta impracticable. 

 
El Honorable Diputado señor Pino coincidió en las dificultades que 

representa para la SISS ejercer las funciones de fiscalización y tarificación de 
los servicios sanitarios rurales. 

 
Refrendó su compromiso con el tema en discusión, particularmente 

con los APR´s de la Región de Coquimbo, y auguró que la Comisión de 
Recursos Hídricos y Desertificación de la Cámara de Diputados tendrá la 
mayor disposición para agilizar la tramitación de este proyecto de ley. 

 
El Coordinador Nacional de la Federación Nacional de APR's 

Chile, señor Rufino Hevia, denotó el esfuerzo realizado por su entidad para 
aportar un análisis pormenorizado del proyecto de ley, pese a la complejidad 
que representa para los dirigentes, y destacó que, más allá de las 
observaciones formuladas por escrito, el deseo de su organización es que se 
constituya una mesa de trabajo, conformada por el Ejecutivo, asesores 
parlamentarios y las federaciones de APR´s. 

 
Lamentó que ello no haya ocurrido con anterioridad, inmediatamente 

después de la culminación del trabajo de la Mesa Única Nacional, y reforzó su 
convicción en torno a la necesidad de modificar la ley N° 20.998, aun cuando 
observó que el texto propuesto recoge solo algunos de sus planteamientos, en 
tanto otros contenidos deben ser revisados, como ocurre con la fiscalización y 
las sanciones, pues resaltó que la aplicación de multas no es compatible con el 
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rol y función que cumplen los comités y cooperativas de agua potable rural y 
con el deber que asiste al Estado en la materia. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto precisó que se trata de 

un proceso legislativo que recién está comenzando, por lo que, con 
posterioridad, existirá la ocasión de analizar los aspectos puntuales. 

 
El Coordinador del Área Hídrica del Ministerio de Obras 

Públicas, señor Carlos Estévez, subrayó la representatividad de las 
federaciones de APR´s, reconociendo su participación y aportes en la Mesa 
Única Nacional, así como su permanente interés por el ingreso del proyecto de 
ley. 

 
Admitió la complejidad del texto y las evidentes dificultades para 

comprender todos sus alcances, dando a conocer la disposición del Ejecutivo 
para participar de una instancia de trabajo conjunto. Solicitó, sin embargo, que, 
más allá de las observaciones que los dirigentes han realizado, se explicite el 
inequívoco interés de las federaciones por apoyar la idea de legislar para 
modificar la ley N° 20.998, no obstante su voluntad de profundizar respecto de 
ciertos aspectos puntuales. 

 
Valoró, luego, el respaldo de las organizaciones a ciertos temas 

fundamentales de la iniciativa, al tiempo que, estimó, otros pudieron no haberse 
comprendido cabalmente. 

 
Remarcó, en ese sentido, que la categorización en base a los 

arranques responde al anhelo de que aquélla no considere solo elementos 
cuantitativos, sino también cualitativos, de forma que la vulnerabilidad, 
expresada en la localización o en el perfil de los usuarios, pueda ser atendida. 
Agregó que, en razón de ello, el proyecto de ley propone una clasificación 
objetiva, según el número de arranques, pero las inversiones, capacitaciones y 
otros asuntos responden a una lógica absolutamente cualitativa que deriva del 
diagnóstico y la evaluación de las capacidades de quienes gestionan los 
servicios. 

 
Recordó, igualmente, que en la sesión pasada se solicitó al MOP 

buscar fórmulas innovadoras para allegar recursos, particularmente de los 
gobiernos locales, a partir de lo cual hizo hincapié en que esta ley se 
complementa con el resto del ordenamiento, razón por la que no incorpora 
aspectos financieros, pero estos sí están contemplados en la Ley de 
Presupuestos. 

 
En el mismo sentido, descartó que el Ejecutivo pretenda separar a 

los licenciatarios de la comunidad, lo que, en su concepto, queda 
meridianamente claro al excluir la posibilidad de caducar las licencias, en 
atención a que se entiende que el licenciatario es la comunidad, lo que no 
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obsta a que ésta deba tener una personalidad jurídica, cuestión que, sin 
embargo, pudiera perfeccionarse. 

 
El Honorable Senador señor De Urresti sostuvo que, de acuerdo 

a su visión, para esta modificación legal deben tenerse en cuenta situaciones 
claramente diferenciadas. 

 
Por una parte, aquellos comités que están en formación o 

constitución y cuyo objetivo es conseguir recursos, terrenos y otros elementos 
indispensables para su puesta en marcha, y, por otra, aquellos que se 
encuentran funcionando regularmente y, en consecuencia, requieren reglas y 
apoyo que permitan su operación eficiente, considerando asuntos tales como la 
capacitación, la transparencia y la rendición de cuentas. 

 
Señaló, adicionalmente, que, respecto de estos últimos, existen 

propuestas, como la que impulsan los consejeros regionales de Los Ríos, 
tendientes a la conformación de un fondo de emergencia que permita, previa 
identificación y comprobación de la vigencia del APR en los registros de la 
SSSR, solventar rápidamente reparaciones menores, que no pueden ser 
financiadas por las propias organizaciones y que tardan mucho en aprobarse, 
en caso de buscarse financiamiento público por las vías regulares. 

 
Contrastó lo anterior con otro tipo de obras mayores, como las 

destinadas a la ampliación de los servicios, y que deberán postularse a través 
de los mecanismos de inversión habituales. 

 
Doña Yorki Riquelme ratificó la tardanza que muchas veces implica 

la superación de emergencias menores y añadió que en ocasiones la urgencia 
no radica en la reparación de fallas, sino en el propio abastecimiento de agua. 

 
El Honorable Senador señor De Urresti aclaró que, en su 

concepto, la falta de agua en un APR más que una emergencia es un problema 
estructural, que auguró será cada vez más frecuente ante el cambio climático, y 
que requiere políticas públicas más decididas para producir mayor cantidad de 
agua y proteger las cuencas. 

 
Doña Yorki Riquelme aseveró que estas emergencias se 

presentan especialmente en los APR´s más antiguos, pues los más recientes 
suelen contar con terrenos, derechos de agua inscritos y equipos más 
modernos, y acogió la posibilidad de crear un fondo al amparo de los gobiernos 
regionales. 

 
Don José Rivera puntualizó que los comités de agua potable rural 

se conforman jurídicamente como organizaciones funcionales, quedando 
sujetos a las leyes N°s 19.418 y 20.500, lo que restringe en forma importante 
las posibilidades de acceder a recursos estatales, cuestión que espera sea 
resuelta en este proyecto de ley o en alguna modificación al último de los 

https://bcn.cl/2fbe6
https://bcn.cl/2f7nb
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cuerpos legales mencionados, asimilando su estatuto a las cooperativas, que sí 
se encuentran habilitadas para gestionar recursos en diversos organismos 
públicos. 

 
Seguidamente, en relación al eventual traspaso de plantas de 

tratamiento de propiedad municipal, expresó que los SERVIU entregan 
habitualmente infraestructuras de este tipo derivadas de la construcción de 
viviendas en el ámbito rural, sin que exista ninguna consulta previa a los 
comités y cooperativas. De igual forma, criticó los extensos plazos 
administrativos para materializar ciertas obras, las que tardan más de un año 
en ejecutarse, pues, previamente, deben obtener un pronunciamiento de la 
fiscalía interna y, posteriormente, seguir su tramitación en la Contraloría 
General de la República. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto resaltó las 

características y condiciones diferenciadas que presentan los comités y 
cooperativas de agua potable y discrepó de entregar al Estado la 
responsabilidad de financiar todas las inversiones en este ámbito. 

 
Admitió que deben ser de cargo fiscal las infraestructuras de 

envergadura, como la profundización de pozos, pero cuestionó que comités o 
cooperativas de gran tamaño intenten obtener financiamiento público para 
reparaciones menores que deberían estar cubiertas con sus propios fondos, a 
partir de algún stock de repuestos básicos, lo que, de paso, evitaría tener que 
asumir las demoras administrativas ya aludidas. 

 
Postuló, asimismo, la necesidad de que el proyecto de ley 

contribuya a ordenar y profesionalizar la gestión y operación de muchos APR´s, 
con el objeto de prevenir problemas, minimizar los requerimientos que se 
realizan a organismos públicos y mejorar la calidad del servicio que se entrega 
a los vecinos. 

 
Doña Carolina Carrasco señaló que el APR en que participa 

cuenta con 1.121 arranques y dispone de una planta de osmosis inversa que 
aportó el Estado, pero cuya operación debe ser solventada por los usuarios y 
resulta muy elevada. Ilustró que el recambio de las membranas tiene un valor 
de aproximadamente $60 millones, a lo que se suman los insumos y costos de 
funcionamiento, por lo que dificultó que las tarifas permitan, además, atender el 
eventual reemplazo de equipos o repuestos como los mencionados. 

 
Respaldó las críticas por la tardanza en muchos procedimientos 

administrativos y remarcó que la necesidad de recurrir a fondos públicos no 
deriva de una mala administración o de decisiones antojadizas, sino que 
emana de la responsabilidad que le cabe al Estado de velar por que los APR´s 
cuenten con las condiciones mínimas para proveer un servicio que debería ser 
prestado por el propio Estado. 
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Por su parte, don Rufino Hevia confirmó la satisfacción de la 
Federación Nacional de APR's Chile por la presentación de este proyecto de 
ley, sin perjuicio de su anhelo de que sea perfeccionado en una mesa de 
trabajo que facilite el análisis. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto enfatizó que su 

planteamiento en el sentido de favorecer un correcto funcionamiento de los 
APR y reducir su dependencia del Estado pretende asegurar su autonomía y la 
resolución oportuna de los problemas. 

 
Don Raúl Vera, Vicepresidente de la Federación Nacional de 

APR's Chile, desestimó que los comités y cooperativas puedan disponer de 
repuestos o equipos de respaldo, atendido que el cómputo de las garantías se 
inicia con la adquisición, y propuso, en cambio, contar con alguna empresa 
pública que venda esos suministros a precios preferenciales, como sucede en 
el ámbito de la salud con la Cenabast. 
 

En la siguiente sesión, el Presidente de la Federación Nacional de 
Cooperativas de Servicios Sanitarios de Chile (FESAN), señor Manuel 
Morán, comenzó su presentación destacando los logros del país en cobertura 
de agua potable en el ámbito rural, pero advirtió, al mismo tiempo, la actual 
incapacidad de estos servicios sanitarios para responder a la creciente 
demanda. 

 
Lamentó, luego, que el Estado considere a los comités y 

cooperativas de agua potable rural como operadores y no como 
administradores de un servicio básico, y que la normativa vigente pretenda 
equiparar las responsabilidades, obligaciones, normas y multas aplicables a las 
de una empresa sanitaria. 

 
Respecto de la ley N° 20.998, expuso que vino a regular el 

funcionamiento de los SSR, reconociéndolos legalmente, determinando su 
carácter sin fines de lucro y definiendo un territorio operacional. Valoró, 
igualmente, que se haya asegurado la continuidad de la administración 
existente y consagrado ciertos derechos y obligaciones, pero criticó la 
imposición a los APR de deberes para los que no se encontraban calificados, y 
subrayó, especialmente, la incapacidad de los organismos del Estado para 
implementar la normativa, lo que, en su opinión, quedó demostrado con las 
diversas prórrogas que han debido aprobarse a dicho cuerpo legal. 

 
Por su parte, don Igor Ruz, asesor técnico de FESAN, lamentó 

que la aludida ley pretenda conseguir la autosustentabilidad de los SSR sin 
disponer de un modelo de gestión concordante con su carácter autónomo, sin 
fines de lucro y esencialmente social, que los hace muy distintos a una 
empresa tradicional. 

 

https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/05d1e05f-5674-4ece-b2df-57a87e0b539c?includeContent=true
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Remarcó que la carencia de preparación de los responsables de 
tales servicios para ejercer estas labores redunda en la dependencia del 
Estado, enfatizando que, según su parecer, los contenidos del proyecto de ley 
ya están incorporados en el texto regulatorio vigente, por lo que cuestionó la 
utilidad de estas enmiendas; afirmó que, para FESAN, sería más oportuno 
uniformar los lineamientos y, especialmente, modificar el trato de los 
organismos del Estado hacia los SSR. Ilustró que se han desarrollado 
millonarios proyectos de inversión sin considerar la opinión ni la participación 
de los dirigentes de los APR beneficiados, afectando su eficacia. 

 
Culminó expresando el interés de FESAN en promover la creación y 

financiamiento de Centros Comunitarios de Capacitación en Gestión de 
Empresa Social, destinados a apoyar la labor de estos servicios, e informó que 
su entidad obtuvo recientemente la aprobación de un proyecto orientado a 
realizar un evento regional de formación en este tipo de competencias. 

 
Por su parte, la Consejera electa del Consejo Consultivo de los 

Servicios Sanitarios Rurales del Maule, señora Anita Prizant, comenzó su 
exposición reseñando las características de los servicios sanitarios rurales, 
manifestando que operan sin fines de lucro, favorecen el acceso equitativo a 
suministros básicos, mejoran la calidad de vida y la salud de la población y 
fortalecen la cohesión social en estos territorios. Resaltó que, según las 
estadísticas oficiales, totalizan 2.360 servicios, alcanzando una cobertura 
aproximada de 3.600.000 habitantes. 

 
Describió que los servicios sanitarios rurales se formalizan 

principalmente como organizaciones comunitarias, regidas por el decreto 
supremo N° 58, del Ministerio del Interior, del año 1997, que fija texto refundido, 
coordinado y sistematizado de la ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y 
demás organizaciones comunitarias, y como cooperativas, sin perjuicio de lo 
cual también existen APR que pertenecen a los municipios y otros que 
dependen o se constituyen de otras formas y no se encuentran bajo el ámbito 
del Ministerio de Obras Públicas. 

 
Sostuvo que, a raíz de las críticas existentes a la ley N° 20.998, y, 

particularmente, a la tensión entre autonomía y regulación implícita en ese 
texto, se constituyó el 2023 una Mesa Única Nacional (MUN) para su análisis, 
integrada por 33 representantes electos de todo el país, lo que, en su criterio, 
otorgó legitimidad a sus conclusiones, que recogen las posiciones mayoritarias. 

 
Entre los principales aspectos de dicho cuerpo legal, destacó que 

implicó un cambio en la denominación de los APR, que pasaron a ser servicios 
sanitarios rurales, y resaltó, especialmente, su reconocimiento legal, lo que 
aporta mayor formalidad y sustento a su quehacer. Añadió que, igualmente, se 
fijaron requisitos para otorgar la respectiva concesión, exigiendo la constitución 
de una personalidad jurídica y la actualización de los respectivos estatutos, y se 
procuró mejorar la capacidad técnica, sanitaria y económica de los servicios. 

https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/d2b4777c-0ed3-42d9-b0d8-ecd24266ef02?includeContent=true
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En lo institucional, indicó que la normativa vigente aumentó la 

supervisión y fiscalización, entregando un rol más activo a la Dirección de 
Obras Hidráulicas, a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, 
e incorporó a la Superintendencia de Servicios Sanitarios a esas funciones. 

 
Complementó que la ley N° 20.998 fortaleció las exigencias en 

materia de planes de gestión, procurando la proyección en el tiempo de los 
APR; estableció un sistema externo, con criterios técnicos, para la 
determinación de las tarifas, y reguló el acceso a inversiones y fondos públicos. 

 
Se refirió, enseguida, a un cuadro que sintetiza y compara las 

propuestas de la MUN con el contenido del proyecto de ley, y abordó, en 
profundidad, algunos de los temas que juzgó más sustantivos, comenzando por 
la autonomía comunitaria, ámbito en que lamentó que la normativa propuesta 
no resguarde la facultad que asiste a la comunidad para decidir respecto de su 
sistema de agua, criticando que el texto posibilite la fusión de servicios sin un 
pronunciamiento favorable de la asamblea, bastando el solo silencio de ésta, lo 
que sugirió eliminar. 

 
Subrayó, igualmente, una excesiva intervención estatal, expresada 

en la facultad de imponer administradores temporales sin que se expliciten 
claramente las causales que pueden ocasionar esa medida ni su duración. 
Abogó por reforzar, en cambio, la capacitación técnica, con el objeto de que las 
decisiones referentes al agua se tomen en la comunidad y no sean impuestas. 

 
Valoró, a continuación, que el proyecto de ley procure ampliar la 

representación regional en el consejo consultivo nacional, pero advirtió una 
excesiva presencia de representantes estatales y la carencia de un carácter 
resolutivo para sus decisiones y conclusiones. 

 
Relevó que el texto propuesto contenga lo que calificó como el 

esbozo de un seguro para los dirigentes, pero postuló la conveniencia de 
reforzar su protección legal, incorporando compensaciones y asesoría jurídica 
para el adecuado ejercicio de su labor. 

 
Finalmente, remarcó la necesidad de que la SSSR potencie su 

presencia local y descentralice sus decisiones, de forma de asegurar la 
pertinencia de éstas, e hizo presente la relevancia de incluir en los programas 
vinculados a los gobiernos regionales en la Ley de Presupuestos para el Sector 
Público, correspondiente al año 2026, mecanismos destinados a apoyar la 
gestión y financiar equipamiento e infraestructura para los servicios sanitarios 
rurales. 

 
El Honorable Senador señor Kuschel consultó al Ejecutivo si el 

proyecto de ley contempla la posibilidad de separar o dividir un servicio 
sanitario rural, de la misma forma que se faculta a promover su fusión. 
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El Honorable Senador señor Castro Prieto atendió a lo señalado 

por FESAN respecto de las dificultades que enfrentan los APR para abastecer 
la demanda existente, y repasó que, a su entender, un objetivo esencial del 
proyecto de ley es favorecer la profesionalización de estos servicios, 
procurando que la gestión sea realizada por personal capacitado, mientras los 
dirigentes asumen una conducción estratégica orientada a garantizar el 
adecuado funcionamiento, la sostenibilidad financiera y la capacidad de 
abordar con rapidez ciertos desperfectos menores, minimizando la necesidad 
de apoyo estatal. 

 
El Coordinador del Área Hídrica del Ministerio de Obras 

Públicas, señor Carlos Estévez, expresó que concuerda con gran parte de lo 
señalado por los invitados, aunque para mayor claridad se vea obligado a 
referirse a las divergencias. 

 
Así, en primer término, estimó que la mayor discrepancia se 

relaciona con la afirmación de que no sería necesario modificar la ley, lo que se 
contrapone con la voluntad de los representantes de los APR que concurrieron 
a la MUN y con la postura del Ejecutivo, que ha creído pertinente presentar 
esta iniciativa. Agregó que tal definición resulta sustantiva. Lo anterior, sin 
perjuicio de coincidir con otros planteamientos, como que éste no es un tema 
puramente legislativo, sino que también involucra la aplicación práctica de la 
normativa y las capacidades de los servicios. 

 
Refiriéndose a aspectos más puntuales, sostuvo que el proyecto de 

ley busca modificar la normativa vigente con el objeto de evitar que los APR 
puedan ser caducados, sanción que, a su juicio, pone en riesgo el derecho 
humano al agua potable y saneamiento, careciendo de sentido, atendido, por 
una parte, el carácter comunitario de tales servicios y, por otra, que un 
porcentaje significativo de las fallas o deficiencias en infraestructura o gestión 
suele deberse a la falta de inversiones públicas suficientes o a deficiencias en 
el plan de capacitación. 

 
Descartó, igualmente, que el proyecto de ley replique las multas 

aplicables a una empresa sanitaria, recordando que aquél reduce 
drásticamente el umbral de sanciones vigente; impide que se fiscalice y 
sancione inmediatamente, incorporando, en forma previa, mecanismos 
correctivos, tales como los planes de acción y cumplimiento, en que solo ante 
su inobservancia operaría la imposición de sanciones, las que se busca evitar, 
en tanto, en definitiva, son solventadas por la propia comunidad. 

 
Complementó que la iniciativa legal entrega a las asambleas la 

facultad de adoptar decisiones drásticas en el plano organizativo, como la 
remoción de los administradores en caso de problemas graves en la gestión. 
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Recogió las apreciaciones en torno a la autonomía comunitaria, pero 
refutó la aseveración de que los consejos consultivos tendrán una composición 
mayoritariamente estatal, aclarando que en la instancia de carácter nacional 
habrá 16 representantes de los APR y solo 10 de organismos públicos. 

 
Resaltó que, actualmente, tal colectivo solo puede emitir opiniones 

acerca de la política nacional de capacitación, mientras el proyecto de ley 
amplía dicho ámbito al saneamiento rural y, en general, a cualquier otra materia 
de interés para el mejor funcionamiento del sistema, aunque admitió que la 
instancia solo tiene un carácter consultivo y no vinculante, pues no podría 
entregarse a entidades locales la decisión de políticas públicas que son 
discutidas entre el Ejecutivo y el Congreso Nacional, sin perjuicio de que 
sugieran ciertas prioridades de acción e inversión y soliciten a las autoridades 
acogerlas. 

 
Confirmó que el texto no contempla la posibilidad de separar o 

dividir sistemas y, en relación a la fusión, hizo hincapié en las potencialidades 
de esa medida para enfrentar situaciones de emergencia, como la carencia de 
una fuente de agua en un sistema mientras otro aledaño sí dispone de ella, 
evento en que está en riesgo el derecho humano al agua potable, 
constituyendo un deber para el Estado garantizarlo. 

 
Advirtió, finalmente, que la fusión puede ser total o parcial y, en este 

último sentido, podría resultar adecuada para acometer el saneamiento, 
aprovechando las economías de escala entre sistemas cercanos, sin perjuicio 
de mantener separada la provisión de agua potable. 

 
La asesora de la Dirección Nacional de Obras Hidráulicas, 

señora Magaly Espinosa, destacó que, si bien el proyecto de ley no utiliza la 
expresión “empresa social”, claramente asume ese carácter al eliminar la 
caducidad y también al consagrar un sistema de control y supervisión que 
busca distinguir si las falencias derivan de una mala gestión o de la falta de 
inversión estatal. 

 
Doña Anita Prizant evidenció su interés en que la ley N° 20.998 sea 

revisada y modificada. 
 
En lo tocante a la fusión, ilustró que, en algunas comunas, el 

crecimiento de las ciudades hacia sectores rurales ha motivado la necesidad de 
fusionar el saneamiento con las respectivas empresas sanitarias, pero enfatizó 
que, según su visión, más allá de las recomendaciones que den las 
autoridades, la definición última en la materia debe quedar entregada a las 
comunidades a través de sus asambleas. 

 
Si bien apoyó la mayor representación regional que el proyecto 

contempla para los consejos consultivos, criticó su carácter meramente asesor, 
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lo que, a su entender, no permite generar los cambios requeridos, por la 
carencia de experticia en las autoridades. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto manifestó comprender 

la sinergia que puede darse en el interfaz urbano rural, posibilitando que la 
provisión de agua potable permanezca en manos de la comunidad, a través de 
los APR, pero fusionando el saneamiento, atendida la capacidad instalada de 
las empresas sanitarias en ese ámbito, y respaldó que la decisión en este 
sentido sea adoptada por las entidades públicas bajo criterios técnicos. 

 
Don Igor Ruz, en cuanto a la pertinencia de modificar la ley vigente, 

recalcó que sus afirmaciones tuvieron por objeto poner de manifiesto que la 
prioridad en este asunto debe estar en mejorar la relación entre el sector 
público y los SSR, a través del reconocimiento del carácter de empresa social 
de estos últimos, y contribuir a perfeccionar la gestión de los APR, fortaleciendo 
su estructura organizacional. 

 
Destacó que el éxito de este sistema en nuestro país está basado 

en la labor de sus dirigentes y alertó acerca de las dificultades que han venido 
generándose por la creciente demanda que se observa en los sectores rurales. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto subrayó el imperativo 

de asegurar la provisión en los sectores rurales y mejorar dichos servicios, a 
través de su profesionalización, sin desconocer la labor de los dirigentes. 

 
Don Carlos Estévez acogió la precisión del representante de 

FESAN, entendiendo que la entidad no apuntaría a que se rechace la idea de 
legislar, sino a que se definan las prioridades en la materia. Concedió que tal 
prelación podría hacer conveniente introducir mejoramientos a través del 
reglamento, en lugar de esperar la completa tramitación de la modificación legal 
en examen. 

 
En lo referido a las fusiones, previno que la ley N° 21.770 obligó a 

incorporar en la tramitación de permisos y autorizaciones una definición 
explícita sobre los procedimientos, plazos y, particularmente, en torno a la 
aplicación del silencio administrativo; agregó que la propuesta legislativa en 
comento dispone que, si la SSSR juzga pertinente promover la fusión, ello debe 
ser consultado a los comités o cooperativas, cuya negativa significa un rechazo 
de la proposición, y llamó a ponderar estas decisiones desde la perspectiva del 
derecho humano al agua potable y saneamiento. 

 
El Honorable Senador señor Kuschel explicó que su propuesta de 

incluir la opción de separar o dividir servicios, surge de las potencialidades que 
en algunos sectores insulares entrega la desalinización a pequeña escala, lo 
que permitiría aumentar la cobertura. 

 

https://bcn.cl/F8NRmL
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El Honorable Senador señor Castro Prieto reparó en la diversidad 
del territorio nacional y en la obligación del Estado y las políticas públicas de 
promover soluciones viables para condiciones tan disímiles. 

 
En la última sesión, el Coordinador del Área Hídrica del 

Ministerio de Obras Públicas, señor Carlos Estévez, repasó que la 
Comisión recibió las opiniones de las dos federaciones nacionales de servicios 
sanitarios rurales y de otros dirigentes locales, los que coincidieron en la 
pertinencia de legislar sobre esta materia. Además, recordó que se resolvió 
conformar una mesa técnica, integrada por representantes del Ejecutivo y 
asesores parlamentarios, con la finalidad de estudiar pormenorizadamente el 
texto, recibir las inquietudes puntuales de las organizaciones concernidas y 
proponer, en consecuencia, las enmiendas del caso al proyecto. 

 
El Honorable Senador señor Castro Prieto apuntó que una de las 

principales inquietudes de los dirigentes, particularmente de los servicios de 
menor tamaño, se refiere a las eventuales sanciones que podrían recibir de 
parte de la Superintendencia, pero admitió que se ha clarificado que la 
propuesta legislativa no tiene un énfasis sancionatorio y, por el contrario, se 
orienta a fortalecer la capacitación y formación para una adecuada operación 
de los sistemas. 

 
Don Carlos Estévez compartió dicho planteamiento, destacando 

que esta iniciativa legal no propone una ley nueva, sino una reforma sustantiva 
a un cuerpo normativo vigente, respecto del cual se simplifican y eliminan 
muchos trámites. 

 
El Honorable Senador señor Kuschel resaltó que, en la Región de 

Los Lagos, la capacitación de los dirigentes ha funcionado de muy buena 
forma, lo que ellos mismos han reconocido. 
 

C.- Votación en general y fundamento de voto. 
 

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue 
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, 
Honorables Senadores señora Provoste y señores Castro Prieto, Gahona 
y Kuschel. 

 
Al fundamentar su voto afirmativo, el Honorable Senador señor 

Kuschel advirtió la preocupación existente entre los dirigentes de los APR de 
su zona por las exigencias que esta normativa les impone y que, a su entender, 
podría desincentivar la participación de aquéllos en los respectivos comités y 
cooperativas, afectando la continuidad en su funcionamiento, atendida la 
escasa renovación de liderazgos en este ámbito. 

 
Anticipó, adicionalmente, su intención de incorporar -en la discusión 

en particular- algunas observaciones, especialmente para recoger las 
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diferencias existentes entre los servicios que funcionan correctamente y 
aquellos que presentan dificultades en su operación. 

 
Por su parte, el Honorable Senador señor Gahona, fundando su 

voto a favor, respaldó la iniciativa legal, pues, a su juicio, responde a las 
principales preocupaciones de los dirigentes del sector. 

 
Recordó que la ley N° 20.998 ha debido ser modificada para 

postergar la vigencia de algunas de sus disposiciones, por lo que espera que la 
enmienda en examen sea la reforma definitiva que permita avanzar hacia una 
modernización y profesionalización de los servicios sanitarios rurales. 

 
En tal sentido, añadió que no tiene objeción alguna con ese último 

propósito ni con la participación de la Superintendencia de Servicios Sanitarios; 
precisó que sus inquietudes estaban referidas a considerar una adecuada 
gradualidad en la aplicación de este nuevo estatuto, lo que el proyecto de ley 
contempla satisfactoriamente, y reiteró su convicción de que las tarifas deben 
solventar los costos efectivos y favorecer el autofinanciamiento de los SSR. 

 
La Honorable Senadora señora Provoste, al fundamentar su 

voto favorable, expresó su apoyo al proyecto de ley, no obstante anticipó que 
presentará diversas indicaciones orientadas a subrayar el carácter solidario y 
comunitario de la administración de los APR, cuya finalidad es asegurar la 
dignidad y el derecho humano al agua potable y saneamiento en el ámbito 
rural, consagrar una mayor protección para los dirigentes en caso de 
agresiones o amenazas, asimilándolos, para estos efectos, a los funcionarios 
públicos, y garantizar la provisión de un financiamiento público adecuado para 
la renovación y mantención de infraestructura de los SSR. 

 
A su turno, el Honorable Senador señor Castro Prieto, fundando 

su voto positivo, destacó los logros de nuestro país en la cobertura de agua 
potable e insistió en la conveniencia de profesionalizar la gestión de estos 
servicios y verificar que las tarifas cubran los costos para permitir el 
financiamiento expedito de las reparaciones menores. 

 
- - -  

 

TEXTO DEL PROYECTO 

 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión 

de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía tiene el honor de proponer a la 
Sala la aprobación, en general, del siguiente proyecto de ley: 
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PROYECTO DE LEY: 
 
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 

N° 20.998, que regula los servicios sanitarios rurales: 
 
1) Reemplázase, cada vez que aparezcan, las expresiones 

“operadores” u “operador” por “licenciatarios” y “licenciatario”, respectivamente. 
 
2) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:  
 
“Artículo 1º.- Objeto de la ley. La presente ley regula la prestación 

del servicio sanitario rural por parte de los comités y cooperativas de agua 
potable rural que cuenten con aportes del Estado y que sean reconocidos como 
licenciatarios, de conformidad a las disposiciones de esta ley. 
Excepcionalmente, el servicio podrá ser prestado por otra persona jurídica sin 
fines de lucro autorizada por el Ministerio de Obras Públicas. 

 
Los comités y cooperativas a que se refiere esta ley no podrán tener 

fines de lucro y tendrán como objeto único la prestación del servicio sanitario 
rural.”. 

 
3) Intercálase el siguiente artículo 2°, nuevo, readecuándose el 

orden correlativo de los artículos siguientes:  
 
“Artículo 2°.- Principios. La política, planes, programas y acciones 

que se dicten o ejecuten en el marco de la presente ley, deberán adecuarse a 
los siguientes principios: 

 
a) El acceso al agua potable y el saneamiento como un derecho 

humano esencial e irrenunciable que debe ser garantizado por el Estado, en 
conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 5° del Código de 
Aguas. 

b) De protección de la ayuda mutua entre los socios de las 
organizaciones, para el caso de los derechos inherentes de los servicios 
sanitarios rurales. 

c) De igualdad de participación y autonomía de decisión de los 
integrantes de los órganos administradores y ejecutores en los servicios 
sanitarios rurales. 

d) De no discriminación respecto del servicio de agua potable y 
saneamiento rural, garantizando su ejercicio a toda persona, sin discriminación 
alguna.  

e) De la sostenibilidad y eficiencia económica en la disposición y 
administración de los recursos y de la inversión pública, de modo que propenda 
a la sustentabilidad del servicio. 

f) De transparencia en la gestión y administración del servicio, para 
con sus socios, usuarios y la comunidad en general. 
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g) De la promoción de una gestión sostenible del agua y de los 
demás componentes ambientales; y 

h) De la asociatividad como esfuerzo común para el beneficio de sus 
socios y usuarios, así como, para la asistencia y apoyo a otros comités y 
cooperativas en la prestación de sus servicios.”. 

 
4) Reemplázase el artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 3°, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 3º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta ley, 

se entiende por: 
 
a) “Área de servicio”: Aquélla cuyos límites geográficos constituyen 

la superficie territorial en que un licenciatario presta servicios sanitarios rurales, 
en conformidad con el artículo 17 de esta ley.  

b) “Comité de agua potable rural o comité”: Organización 
comunitaria funcional constituida y organizada conforme a la ley N°19.418, 
sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, cuyo texto 
refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto supremo N°58, del 
Ministerio del Interior, del año 1997, a la que se le reconoce una licencia de 
servicio sanitario rural.  

c) “Conservación”: Intervenciones mayores orientadas a recuperar la 
capacidad operativa de la infraestructura cuando el deterioro ya excede lo que 
puede abordarse mediante mantención. Su financiamiento es mediante 
inversión pública.  

d) “Cooperativa de agua potable rural o cooperativa”: Persona 
jurídica sin fines de lucro, de objeto único constituida y regida por la Ley 
General de Cooperativas, cuyo texto refundido, concordado y sistematizado fija 
el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y 
Reconstrucción, del año 2003, a quien se le reconoce la titularidad y licencia 
para la prestación del servicio sanitario rural.  

e) “Gestión comunitaria”: Acciones destinadas a apoyar y 
acompañar a los licenciatarios en el proceso de funcionamiento, como 
capacitación continua de dirigentes y trabajadores, apoyo en el financiamiento 
de obras de mejoras del sistema y asesoría continua de comités y 
cooperativas, entre otras. 

f) “Mantención”: Acciones necesarias para el funcionamiento 
cotidiano y operativo del servicio sanitario rural y su financiamiento es mediante 
gasto corriente. 

g) “Ministerio”: El Ministerio de Obras Públicas. 
h) “Registro de Licenciatarios”: El registro de comités y cooperativas 

que son titulares del servicio sanitario rural regulado en esta ley. 
i) “Saneamiento”: Recolección, tratamiento y disposición de las 

aguas servidas y manejo de sus lodos, así como soluciones individuales y 
descentralizadas. 

j) “Socio”: Persona que forma parte de un comité o cooperativa 
conforme a los estatutos respectivos y que recibe un servicio sanitario rural. 
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k) “Servicio sanitario rural”: Consiste en la provisión de agua potable 
y/o saneamiento sin fines de lucro, conforme a lo dispuesto en esta ley, con el 
debido aporte de inversión y capacitación del Estado. 

l) “Subdirección”: Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del 
Ministerio de Obras Públicas. 

m) “Superintendencia”: Superintendencia de Servicios Sanitarios. 
n) “Usuario”: Persona que utiliza o recibe como destinatario final 

algún servicio sanitario rural de algún comité o cooperativa. En ningún caso 
podrá ser considerado usuario aquel que de acuerdo a esta ley deba 
entenderse como socio.”. 

 
5) Reemplázase el artículo 3°, que ha pasado a ser artículo 4°, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 4º.- De la política nacional de servicios sanitarios rurales. 

La política nacional de servicios sanitarios rurales promoverá el acceso al agua 
potable y saneamiento en el ámbito rural y el cumplimiento de los principios a 
que se refiere el artículo 2° de esta ley. Impulsará el desarrollo sostenible de los 
servicios sanitarios rurales por medio de la asistencia, promoción y 
fortalecimiento de capacidades, junto con la focalización de las inversiones.  

 
El Ministerio de Obras Públicas será el encargado de formular esta 

política nacional oyendo a los Consejos Consultivos contemplados en esta ley y 
a las autoridades y servicios que los integran.  

 
La política nacional deberá ser revisada y actualizada cada cinco 

años. Para estos efectos, el Ministerio establecerá los principales elementos y 
criterios de esta Política, el procedimiento de elaboración, revisión y 
actualización de la política nacional, contemplando una etapa de consulta 
ciudadana. Esta consulta ciudadana se hará a través de medios electrónicos, 
con un plazo que no podrá ser inferior a 60 días. 

 
Complementariamente, la política nacional a que se refiere este 

artículo promoverá el fortalecimiento de los derechos de los socios de los 
comités y cooperativas de agua potable rural, especialmente el derecho a 
participar y a estar debidamente informado y los demás que esta ley u otras 
leyes le confieren, junto con garantizar el correlativo cumplimiento de sus 
respectivas obligaciones. Asimismo, reconocerá la función social y el rol 
integrador que estas organizaciones desarrollan para posibilitar el acceso al 
agua potable en los territorios rurales. De igual forma, en reconocimiento de la 
labor de sus dirigentes, promoverá el fortalecimiento de sus capacidades y 
competencias para la mejor gestión de dichos comités y cooperativas, junto con 
los demás derechos que esta ley u otras leyes le confieren para la protección 
de su calidad de socios o usuarios. 

 
Lo anterior, sin perjuicio del derecho de los socios de dichas 

organizaciones comunitarias a elegir y a ser elegidos para la dirección, 
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administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones, según 
lo dispuesto en sus propios estatutos.”. 

 
6) Reemplázase el artículo 4°, que ha pasado a ser artículo 5°, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 5º.- Servicio sanitario rural. Es aquel que consiste en la 

provisión de los servicios de agua potable y saneamiento por un comité o 
cooperativa de agua potable rural dentro de su respectiva área de servicio. Este 
servicio podrá ser primario o secundario y debe prestarse en las condiciones 
que establecen esta ley y su reglamento. A su vez, podrá contar con el aporte 
de inversión, asesoría, asistencia y capacitación del Estado, conforme a lo 
dispuesto en las disposiciones siguientes.”. 

 
7) Reemplázase el artículo 5°, que ha pasado a ser artículo 6°, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 6º.- Servicio sanitario rural primario. Corresponde a la 

prestación de servicios de agua potable y saneamiento, en conformidad con lo 
señalado en el literal a) del artículo 2° de este cuerpo legal, para el uso 
doméstico de las personas o sus familias, así como para aquellas instituciones 
u organizaciones que provean servicios de utilidad pública, tales como 
escuelas, postas o centros de salud, comisarías y bomberos. 

 
De igual forma, este tipo de prestación podrá proveer de servicios de 

agua potable y saneamiento para el funcionamiento de la pequeña actividad 
artesanal y comercial de subsistencia. Para estos efectos, el reglamento podrá 
determinar límites a los volúmenes medios de consumo.”. 

 
8) Reemplázase el artículo 6°, que ha pasado a ser artículo 7°, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 7º.- Servicio sanitario rural secundario. Los comités y 

cooperativas de agua potable rural podrán prestar el servicio de agua potable y 
saneamiento que exceda del requerido para el servicio sanitario primario 
referido en el artículo precedente siempre que se garantice la cobertura y 
dotación del servicio sanitario rural primario. 

 
Para el otorgamiento del servicio sanitario secundario, el comité o 

cooperativa de agua potable rural deberá contar con un informe técnico 
elaborado por un profesional del área de la ingeniería sanitaria que respalde la 
existencia de disponibilidad hídrica para atender usos distintos al servicio 
sanitario primario, considerando el período de previsión definido en el diseño 
del sistema de agua potable rural. El comité o cooperativa deberá dar aviso de 
lo anterior a la Subdirección con anterioridad al inicio del suministro al cual se 
refiere este artículo. 
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Las obras e inversiones que sean necesarias para prestar el servicio 
secundario serán de cargo del socio o usuario beneficiario de este servicio, sin 
afectar o poner en riesgo el servicio sanitario primario. 

 
En caso que, por cualquier causa, pueda verse afectado el servicio 

sanitario primario, los comités y cooperativas de agua potable rural deberán 
adoptar las medidas necesarias destinadas a asegurar dicho servicio. Para ello, 
podrán restringir total o parcialmente el suministro de agua para el servicio 
sanitario secundario por el tiempo que sea necesario para restablecer el 
servicio primario. Estas medidas se comunicarán oportunamente a los 
afectados.”. 

 
9) Reemplázase el artículo 7°, que ha pasado a ser artículo 8°, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 8º.- Etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales 

comprenden las siguientes etapas: 
 
a) Etapa de producción de agua potable: Consiste en la captación y 

tratamiento de agua cruda o en su defecto, el acceso, suministro o 
disponibilidad de aguas de otras fuentes, para su posterior distribución en las 
condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente. 

b) Etapa de distribución de agua potable: Consiste en el 
almacenamiento y conducción del agua potable hasta su entrega en el 
inmueble del usuario.  

c) Etapa de recolección de aguas servidas: Consiste en la 
conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su 
tratamiento y disposición final. 

d) Etapa de tratamiento y disposición final de aguas servidas: 
Consiste en la remoción de los contaminantes presentes en las aguas 
residuales para su posterior evacuación en cuerpos receptores y en el manejo 
de los lodos generados en las condiciones que establece la normativa legal y 
reglamentaria vigente o en sistemas de tratamiento. 

 
Todo comité y cooperativa deberá cumplir con las etapas de 

producción y distribución de agua potable. La prestación del servicio de 
recolección y tratamiento y disposición de aguas servidas, comenzará a ser 
operada por el respectivo comité o cooperativa, una vez que dicha 
infraestructura sea entregada o traspasada por el Ministerio de Obras Públicas, 
en conformidad con las disposiciones de esta ley y su reglamento.  

 
La producción de agua potable, el tratamiento y disposición de 

aguas servidas y el manejo de los lodos podrán ser contratados con terceros 
por el licenciatario. 

 
El licenciatario cobrará en una cuenta única y recaudará de los 

socios y usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios 
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de producción, distribución, recolección y, tratamiento y disposición. Para estos 
efectos, las boletas o facturas deberán permitir a los socios o usuarios la fácil 
comprensión de cada cobro efectuado.”. 

 
10) Agréganse, a continuación del artículo 7°, que ha pasado a ser 

artículo 8°, los siguientes artículos 9°, 10, 11, 12, 13, nuevos, readecuándose el 
orden correlativo de los artículos siguientes:  

 
“Artículo 9°.- Del saneamiento rural. El saneamiento rural incluye las 

etapas de recolección de aguas servidas y la de tratamiento y disposición final 
de las mismas y el manejo de sus lodos. A su vez, puede considerar soluciones 
individuales, colectivas o una combinación de ambas. 

 
Estas soluciones incluyen aquellas que, encontrándose dentro del 

área de servicio, no estén conectadas con una red de alcantarillado primario en 
la medida que permitan la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización 
de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y 
residencias individuales, siempre que cumplan con la normativa vigente. Los 
comités y cooperativas podrán prestar a sus usuarios y socios el servicio de 
mantenimiento de soluciones individuales para las viviendas y equipamiento, 
cuando ello sea considerado en la tarifa. 

 
Los proyectos de saneamiento deberán considerar, cuando sean 

factibles de implementar técnica y económicamente, soluciones basadas en la 
naturaleza, reúso de aguas grises y de aguas servidas tratadas. 

 
Artículo 10.- Exigibilidad del saneamiento. La prestación del servicio 

de recolección y tratamiento y disposición de aguas servidas solo será exigible 
al respectivo comité o cooperativa, una vez que dicha infraestructura o solución 
necesaria para dicha prestación, sea entregada o traspasada por el Ministerio 
de Obras Públicas, en conformidad con esta ley y su reglamento. Verificado lo 
anterior, la Superintendencia podrá ejercer sus atribuciones sobre esta 
prestación de servicio. 

 
Artículo 11.- Traspaso de infraestructura de saneamiento. Si una 

municipalidad quisiera traspasar a un comité o cooperativa una planta de 
tratamiento o su administración deberá solicitarlo a la Subdirección. En dicha 
solicitud la municipalidad deberá identificar el comité o cooperativa al cual se 
propone traspasar dicha planta, adjuntando los documentos que acrediten el 
dominio de los bienes y una memoria explicativa de las características técnicas 
de la infraestructura, de la ubicación geográfica de la planta de tratamiento y 
sus condiciones de funcionamiento.  

 
Recibida la solicitud de la municipalidad, la Subdirección contará con 

un plazo no superior a 90 días hábiles para oír al comité o cooperativa 
respectiva y para realizar un diagnóstico del estado de dicha infraestructura e 
instalaciones, incluyendo la correspondiente inspección en terreno. Si la 
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Subdirección concluye que la infraestructura no está en condiciones de ser 
traspasada, resolverá en forma fundada el rechazo de la solicitud. Transcurrido 
este plazo sin que la Subdirección se pronuncie sobre la solicitud, la 
municipalidad estará legitimada para hacer valer el silencio administrativo 
negativo. 

 
Si la Subdirección determina que la infraestructura y bienes se 

encuentran en condiciones de ser traspasadas, así lo resolverá. En la misma 
resolución fijará un plazo de entre 120 días y 180 días según la complejidad y 
características de la planta, para realizar capacitaciones al comité o cooperativa 
en la operación y mantenimiento de dicha planta. Concluidas las 
capacitaciones se procederá al traspaso de la infraestructura de saneamiento y 
cesará la prestación del servicio de saneamiento por parte de la municipalidad.  

 
Para estos efectos, la municipalidad deberá traspasar en 

administración al comité o cooperativa los bienes declarados indispensables 
para la prestación del servicio, debiendo levantarse un inventario valorizado de 
dichos bienes, otorgado a través de un acta suscrita por las partes ante el 
Secretario Municipal respectivo, o ante un inspector fiscal designado para tal 
efecto por el Ministerio de Obras Públicas o ante un Notario, según la 
recomendación previamente informada por la Subdirección. Esta acta deberá 
ser presentada o enviada a la Subdirección para su inscripción en el registro de 
licenciatarios. 

 
Artículo 12.- De la contratación con terceros. El comité o cooperativa 

podrá contratar con terceros la provisión de agua potable en la medida que 
permita complementar o suplir temporalmente un déficit de producción. Para 
estos efectos, deberá elegir la opción menos gravosa y que no genere un 
mayor costo respecto a la inversión pública existente o proyectada. De igual 
forma, podrá contratar con terceros la recolección de aguas servidas, su 
tratamiento y disposición.  

 
En caso que los licenciatarios acuerden contratar este servicio con 

una concesionaria sanitaria, deberá optarse por la alternativa más eficiente y 
menos onerosa, según los criterios que determine el reglamento. De no existir 
acuerdo entre las partes sobre las tarifas inversiones a realizarse u otros 
aspectos necesarios para el cumplimiento de estos contratos, la 
Superintendencia resolverá estas discrepancias mediante una resolución 
fundada. En ningún caso las tarifas que se resuelvan de esta manera podrán 
ser superiores a las fijadas en la respectiva localidad urbana. 

 
La Superintendencia fiscalizará la calidad y continuidad del servicio 

convenido con una empresa concesionaria de servicios sanitarios y el 
cumplimiento de los derechos y obligaciones determinados en el contrato o 
convenio previsto en el inciso precedente, pudiendo ejercer sus facultades 
previstas en la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios 
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Sanitarios, en caso de detectar infracciones a las normas legales o 
reglamentarias que regulan el servicio público de que se trata. 

 
Artículo 13.- De la contratación de terceros por parte de la 

Subdirección. Podrán ser operadas mediante contratación de terceros por la 
Subdirección aquellas obras estatales de desarrollo del recurso hídrico que 
consistan en plantas de producción de agua potable o de tratamiento de aguas 
servidas, de desalinización, de sistemas de reutilización de aguas residuales u 
otras que presten servicios a varios servicios sanitarios rurales y cuya 
operación se califique como de mayor complejidad, según parámetros técnicos 
que establezca el reglamento.”. 

 
11) Reemplázase el artículo 8°, que ha pasado a ser artículo 14, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 14.- Titularidad de la licencia. La licencia comprende todas 

las etapas del servicio de agua potable y saneamiento rural definidas en el 
artículo 8° de esta ley. Los comités y cooperativas de agua potable y 
saneamiento rural que presten el servicio sanitario rural y que cuenten con 
aportes del Estado para la prestación del servicio se entenderán, de pleno 
derecho, como titulares de sus respectivas licencias por el solo ministerio de la 
ley, las que serán indefinidas e intransferibles. Corresponderá a la Subdirección 
incorporarlos sin más trámite en el registro de licenciatarios regulado en el 
artículo 21 de esta ley.  

 
Tratándose de los nuevos sistemas de servicios sanitarios rurales 

construidos por el Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección, verificará que 
el comité o la cooperativa que operará y administrará el sistema cuenta con 
personalidad jurídica en los términos dispuestos por la ley, previo a su 
incorporación en el registro de licenciatarios. Verificado lo anterior, la 
Subdirección procederá a registrarlo en conformidad con el artículo 21. De no 
contar la Subdirección con el certificado que acredite la personalidad jurídica de 
la organización, procederá a requerir este documento, debiendo el comité o 
cooperativa remitirlo en los 60 días siguientes contados desde la notificación. 
Este plazo será prorrogable, a solicitud de parte, por el mismo lapso. Para 
todos los efectos de esta ley, practicado dicho registro los comités y 
cooperativas se entenderán como titulares de sus respectivas licencias.”. 

 
12) Reemplázase el artículo 9°, que ha pasado a ser artículo 15, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 15.- Derechos que otorga la licencia. La licencia autoriza a 

su titular para prestar de forma exclusiva el servicio sanitario rural en un área 
de servicio determinada. 

 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60, las licencias otorgan el 

derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir 
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o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se 
altere la naturaleza y finalidad de éstos en forma permanente. El uso deberá 
sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u 
otros órganos públicos encargados de su administración. En todo caso, la 
utilización de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este 
derecho estará exenta de cualquier tipo de cobro. Lo dispuesto en este inciso 
será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas 
subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural 
cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento 
para el servicio sanitario rural. 

 
Asimismo, las licencias otorgan el derecho a imponer la constitución 

de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas. Se 
constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario en caso de que 
la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de 
recolección para permitir el desagüe gravitacional obligue a atravesar el predio 
de otro propietario. 

 
El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre 

corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la 
licenciataria, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.”. 

 
13) Elimínase el artículo 10. 
 
14) Elimínase el artículo 11. 
 
15) Reemplázase el artículo 12, que ha pasado a ser artículo 16, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 16.- Bienes indispensables. Serán bienes indispensables 

para la prestación de los servicios sanitarios rurales los siguientes: 
 
a) Arranques de agua potable. 
b) Uniones domiciliarias de alcantarillado. 
c) Redes de distribución. 
d) Redes de recolección. 
e) Derechos de aprovechamiento de aguas. 
f) Captaciones. 
g) Sondajes o pozos. 
h) Estanques de regulación. 
i) Servidumbres de paso. 
j) Plantas de producción de agua potable. 
k) Plantas de tratamiento de aguas servidas. 
l) Inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados 

en las letras f), g), h), j) y k) anteriores. 
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Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables. No 
podrán ser enajenados, salvo que la enajenación de un bien propio a los que 
se refiere los literales a), b), c), d) y h), sea resultado de un reemplazo o 
mejora. En dichos casos, el interesado informará a través de un formulario que 
dispondrá la Subdirección, la identificación de los bienes con una antelación no 
inferior a 15 días hábiles previo a su enajenación.  

 
Los bienes inmuebles a los cuales se encuentren adheridos bienes 

indispensables que no sean de propiedad fiscal y que no se encuentren 
comprendidos en los literales f), g), h), j) y k) del inciso primero, podrán ser 
enajenados previa autorización de la Subdirección. Para estos efectos, el 
licenciatario deberá previamente presentar una solicitud ante la Subdirección, 
individualizando el inmueble correspondiente, su ubicación geográfica en 
coordenadas georreferenciadas, y los documentos de acrediten su dominio.  
Recibida la solicitud y los antecedentes respectivos, la Subdirección deberá 
pronunciarse dentro de un plazo de 60 días hábiles.  Transcurrido este plazo 
sin que la Subdirección se pronuncie sobre la solicitud, el interesado estará 
legitimado para hacer valer el silencio administrativo negativo.”. 

 
16) Elimínase el artículo 13. 
 
17) Elimínase el artículo 14. 
 
18) Reemplázase el epígrafe del Capítulo 2 del Título III por el 

siguiente: 
 
“Determinación del área del servicio sanitario rural”. 
 
19) Elimínanse los artículos 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 

26, 27, 28 y 29. 
 
20) Agréganse, a continuación del artículo 12, que ha pasado a ser 

artículo 16, los siguientes artículos 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27, 
nuevos: 

 
“Artículo 17.- Área del servicio sanitario rural. Corresponde a una 

superficie geográfica reconocida por la Subdirección como área de servicio 
sanitario rural por encontrarse abastecida por un comité o cooperativa de agua 
potable rural. Salvo excepciones que determine esta ley, estas áreas estarán 
ubicadas fuera del límite urbano. En el reglamento se establecerá el 
procedimiento para su determinación.  

 
Para todo proyecto de nuevos servicios sanitarios rurales la 

Subdirección deberá determinar el área de servicio correspondiente, a través 
de una resolución fundada, la cual determinará, al menos, las principales 
características de la localidad y su población, la infraestructura hídrica existente 
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y en desarrollo, fuentes de abastecimiento, análisis de calidad de las aguas, 
proyección de demanda y otros criterios técnicos. 

 
Artículo 18.- Modificaciones del área de servicio. La Subdirección 

podrá modificar el área de servicio en los términos dispuestos en esta ley y su 
reglamento. 

 
La modificación del área de servicio se determinará a través de una 

resolución fundada de la Subdirección. Dicha decisión se fundamentará en un 
informe técnico y deberá considerar, al menos, criterios técnicos, económicos y 
organizacionales que permitan la viabilidad de la iniciativa, identificando las 
fuentes de agua cuya cantidad y calidad permita satisfacer la nueva demanda, 
junto con la capacidad de producción requerida, redes, conexiones y otras 
inversiones que se estimen necesarias. En los casos a que se refiere el inciso 
primero, el informe técnico identificará si el comité o cooperativa de agua 
potable rural considera en su solicitud un aporte total o parcial del coste de las 
inversiones por parte de los beneficiarios directos de la ampliación solicitada. 

 
La Subdirección informará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo de 

los procesos de modificación, ampliación o fusión a que se refiere este artículo. 
Lo anterior, para que dicha autoridad informe en un plazo de treinta días 
corridos, prorrogable por una vez, si estos consideran la demanda ya existente, 
contando con una prestación integral del servicio, y si requieren considerar la 
satisfacción de demandas habitacionales no cubiertas.  

 
Artículo 19.- Ampliación del área de servicio en un área urbana. Si la 

propuesta de modificación del área de servicio señalada en el artículo anterior 
consistiese en una ampliación que estuviere total o parcialmente ubicada 
dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Subdirección solicitará a la 
Superintendencia que informe si se ha solicitado u otorgado en dicha área una 
concesión sanitaria, dentro de un plazo de 90 días. 

 
Si la Superintendencia informa que se ha otorgado o se encuentra 

en trámite una solicitud de concesión o ampliación del territorio operacional en 
el área consultada, la Subdirección no podrá proceder a dicha ampliación. En 
caso de que, la Superintendencia informe a la Subdirección que no existe 
concesión otorgada o en trámite, o de que encontrándose en trámite no se 
perseverará en dicha ampliación, la Subdirección dictará, dentro de los 10 días 
hábiles siguientes, una resolución fundada de ampliación total o parcial del área 
de servicio de la licencia y actualizará esta información en el Registro de 
Licenciatarios. 

 
Transcurrido el plazo de 90 días, anteriormente señalado, sin que 

haya respuesta por parte de la Superintendencia, el informe se tendrá por 
favorable, pudiendo la Subdirección resolver sin más trámite dentro de los 10 
días hábiles siguientes. 

 



 41 

Artículo 20.- Consulta sobre modificación del área de servicio dentro 
del límite urbano. Previo requerimiento de la Superintendencia, la Subdirección 
deberá pronunciarse sobre la solicitud de modificación del territorio operacional 
de una empresa concesionaria de servicios sanitarios siempre que, como 
consecuencia, implique una reducción del área de servicio sanitario rural dentro 
del límite urbano.  

 
La Subdirección deberá dar curso a dicha solicitud tratándose de 

alguna de las siguientes situaciones:  
 
a) Si se cuenta con la aprobación de al menos tres quintos de los 

miembros o socios titulares asistentes a la asamblea general extraordinaria o 
junta general de socios, especialmente convocadas a este efecto; o  

 
b) Cuando exista un proyecto de interés social, así declarado por el 

Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que cuente con un convenio al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 33 C de la Ley General de Servicios Sanitarios y el 
servicio sanitario rural no cuente con factibilidad para entregar los servicios de 
agua potable o saneamiento. En este caso, la Subdirección dará curso a la 
solicitud verificando la existencia de una superposición entre el área de 
ampliación y el área de servicio de un servicio sanitario rural.  

 
En el caso señalado en la letra a), la Subdirección deberá consultar 

al respectivo comité o cooperativa a fin de que éste se pronuncie dentro de los 
noventa días contados desde la notificación de la consulta, en conformidad con 
lo dispuesto en el reglamento.  

 
Los comités o cooperativas que presten servicio en una zona urbana 

por aplicación de esta norma o por haberse modificado el límite urbano del 
respectivo plan regulador comunal, pasando una zona rural a ser urbana, 
podrán acordar la modificación total o parcial del área de servicio que es parte 
de la zona urbana que habilite una ampliación del territorio operacional de una 
empresa concesionaria de servicios sanitarios de conformidad con las normas 
de la Ley General de Servicios Sanitarios y su reglamento. 

 
El pronunciamiento deberá dictarse siempre mediante resolución 

fundada de la Subdirección. En ningún caso se podrá reducir el área de 
servicio sanitario rural y, por defecto, permitir la ampliación del territorio 
operacional de una empresa concesionaria de servicios sanitarios fuera del 
límite urbano. 

 
Capítulo 3. Del Registro, diagnóstico, evaluación y categorización de 

las licencias 
 
Artículo 21.- Registro de licenciatarios. La Subdirección 

confeccionará y administrará un Registro de Licenciatarios público y de libre 
consulta en el sitio web institucional en el que deberá mantener la información 
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básica y técnica de los comités y cooperativas licenciatarios del servicio 
sanitario rural, permitiendo su fácil visualización. El reglamento regulará los 
componentes de la información referida considerando, al menos, la 
identificación de la persona jurídica, el listado de socios y usuarios, 
identificación del área de servicio y de las fuentes de abastecimiento, junto con 
los mecanismos de actualización de este registro público. 

 
Artículo 22.- Diagnóstico de los servicios sanitarios rurales. 

Corresponderá a la Subdirección mantener un diagnóstico actualizado de los 
servicios sanitarios rurales que presten los comités y cooperativas con la 
finalidad de establecer el estado de la prestación del servicio, de la 
infraestructura y tecnologías en uso y los riesgos que puedan afectar la calidad, 
continuidad y cantidad en el corto, mediano y largo plazo.  

 
Este diagnóstico servirá de insumo para la elaboración y ejecución 

de los planes y programas de inversión para atender el aumento de la 
demanda de los servicios, el mejoramiento y conservación de la infraestructura 
necesaria para la prestación del servicio sanitario rural.  

 
Corresponderá a la Subdirección establecer y mantener una 

metodología actualizada en conformidad con lo dispuesto en el reglamento 
para efectuar el diagnóstico a que se refiere este artículo, conforme a las 
condiciones existentes al momento de su aplicación y deberá siempre 
considerar los informes de la Superintendencia emitidos en conformidad con el 
Capítulo 4 del Título VI. 

 
Artículo 23.- Evaluación de la gestión de los licenciatarios. La calidad 

de la gestión administrativa, financiera, de gobernanza y de operación que 
corresponda a los comités y cooperativas, conforme a esta ley y su reglamento, 
será evaluada, al menos, cada cinco años por la Subdirección.  

 
Él o los respectivos informes de evaluación deberán incluir los 

principales hallazgos y recomendaciones, incluyendo aquellas para mejorar la 
capacidad de los comités o cooperativas, en conformidad con lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo precedente. 

 
Para estos efectos, la Subdirección elaborará los indicadores, 

procedimientos y metodologías de evaluación con la finalidad de promover la 
autonomía y la mejora continua de los servicios sanitarios rurales y focalizar la 
asesoría, asistencia y capacitación a los comités y cooperativas. Aquellos 
deben ser de fácil comprensión por los integrantes de los comités y 
cooperativas e informarse con anticipación al período de evaluación, dando 
cuenta de los siguientes criterios:  

 
a) La existencia y administración de un fondo de atención de 

emergencias definido en el artículo 27.  
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b) La existencia y administración de un fondo de reposición de 
infraestructura del artículo 33, cuando corresponda, en la forma que determine 
el reglamento.  

c) El cumplimiento de la aplicación tarifaria definida para el servicio.  
d) La elaboración y presentación por los comités y cooperativas de 

los estados financieros anuales, incluyendo el balance general del ejercicio 
respectivo y el estado de resultado e inventario, todos sometidos a la 
aprobación de la asamblea. 

e) El cumplimiento de sus estatutos.  
f) El cumplimiento de las instrucciones impartidas por la 

Superintendencia, por la autoridad sanitaria, la Dirección del Trabajo u otros 
organismos pertinentes. 

g) La existencia de declaraciones de riesgo en la prestación del 
servicio sanitario en conformidad con el artículo 28. 

 
La Subdirección podrá eximir de algunos de los criterios antes 

señalados, por resolución fundada, a los comités y cooperativas que operen en 
zonas extremas o que cuenten con menos de cien arranques. 

 
Artículo 24.- Del mejoramiento del estándar del servicio. A partir de 

hallazgos y recomendaciones resultantes de los diagnósticos, evaluaciones y 
demás antecedentes que resulten relevantes, la Subdirección determinará su 
cartera de inversiones, de asesoría y de asistencia para aquellos servicios de 
agua potable rural que posean estándares menores a los exigidos por esta ley 
y su reglamento.  

 
De corresponder, la Subdirección podrá establecer temporalmente 

condiciones especiales para la prestación de dicho servicio, en el caso que: 
 
a) Exista una disminución efectiva de la disponibilidad de la fuente o 

el aumento de la población abastecida.  
b) Se requiera efectuar trabajos de obras mayores y por el período 

que éstos duren.  
c) Se requieran inversiones adicionales. 
d) Se trate de licenciatarios que se ubiquen en zonas extremas o 

aisladas.  
e) Sean derivadas de algún evento producido por caso fortuito o 

fuerza mayor, tales como emergencias o catástrofes naturales u otros. 
 
De igual forma, las respectivas Subdirecciones Regionales 

considerarán los hallazgos, recomendaciones, evaluaciones y demás 
antecedentes referidos en el inciso anterior para la elaboración de los 
contenidos del programa de asesoría y asistencia que deberá aprobar la 
Subdirección Nacional. Además, esta información servirá de base para la 
propuesta de contenidos del plan de capacitación que deberá aprobar el 
Consejo Consultivo Nacional. 
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Artículo 25.- De la fusión de los servicios sanitarios rurales. La 
Subdirección podrá fusionar servicios sanitarios rurales, de oficio o a petición 
de parte, mediante resolución fundada, con el objetivo de mejorar el estándar 
del servicio prestado a los socios y usuarios.  

 
La Subdirección aprobará la fusión de los sistemas que conforman 

los servicios sanitarios rurales y, de ser necesario, instruirá la fusión de los 
comités y cooperativas para la prestación más eficiente de los servicios a 
través de la conformación de un sistema único, debiendo considerar para ello 
criterios de disponibilidad hídrica, técnicos, económicos, organizacionales, de 
proximidad territorial, de gestión y operación del servicio o de economías de 
escala. Para estos efectos, el reglamento de esta ley desarrollará la aplicación 
de estos criterios y los medios para su acreditación. 

 
En el caso que, la fusión sea solicitada por los licenciatarios objeto 

de ésta, dicha solicitud deberá ser suscrita por los respectivos comités y 
cooperativas, acompañando los antecedentes que den cuenta de los criterios 
señalados en el inciso anterior y cómo la conformación de un sistema único 
permite mejorar el estándar del servicio prestado a los socios y usuarios. 
Presentada la solicitud, la Subdirección en un plazo no superior a 60 días 
contados desde el ingreso, revisará si los antecedentes presentados son 
suficientes para resolver o, de corresponder, solicitará antecedentes 
complementarios. En este último caso, los solicitantes tendrán un plazo 
máximo de 45 días para responder al requerimiento, tiempo por el cual se 
suspenderá el cómputo del plazo máximo para resolver. Transcurrido este 
plazo, de no haber respuesta por los solicitantes, la solicitud se entenderá por 
desistida. A falta de pronunciamiento de la Subdirección en los plazos 
señalados, el interesado estará legitimado para hacer valer el silencio 
administrativo negativo. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, la Subdirección considerando los criterios 

señalados en el inciso segundo y, de corresponder, los hallazgos y resultados 
del diagnóstico y evaluación a que se refieren los artículos 22 y 23, podrá de 
oficio comunicar su interés en fusionar a los comités o cooperativas objeto de la 
misma. Estos deberán responder a este requerimiento aprobando o 
rechazando la fusión, dentro del plazo de 60 días contados desde la 
comunicación. Transcurrido dicho plazo sin que los respectivos comités o 
cooperativas se hayan pronunciado o hayan solicitado una prórroga para dicho 
pronunciamiento, se entenderá aprobada la fusión comunicada por la 
Subdirección. Recibida la respuesta dentro del plazo anteriormente 
mencionado, la Subdirección resolverá la fusión dentro un plazo de 60 días. En 
el caso que, los comités o cooperativas objeto de la fusión rechacen por 
unanimidad la propuesta de la Subdirección, esta no procederá. 

 
El reglamento regulará las distintas modalidades de fusión, tales 

como, fusión por creación de una nueva licencia con su respectiva área de 
servicio o fusión por incorporación o anexión, donde un servicio sanitario y su 
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área de servicio pasan a ser parte integrante de aquel que lo incorpora o 
anexa.  

 
Regulará también la conformación de una administración temporal, 

en caso de ser necesario, determinando la forma o modalidad para su 
integración o composición hasta la unificación definitiva. 

 
Esta fusión incluirá la modificación del área de servicio de ambos 

comités y cooperativas, pudiendo a su vez fusionar todas o algunas de las 
cuatro etapas de los servicios a que se refiere el artículo 8°. 

 
Ningún socio podrá perder su calidad de tal con motivo de la fusión 

de que trata este artículo, a menos que consienta en ello. 
 
Artículo 26.- Categorización y segmentación de los servicios 

sanitarios rurales. La Subdirección procederá a categorizar a los servicios 
sanitarios rurales en función de la población abastecida, asociada al número de 
arranques existentes por cada comité o cooperativa, en conformidad con lo 
dispuesto en este artículo y en el reglamento.  

 
Tanto la categorización como los hallazgos que resulten del proceso 

de diagnóstico y de evaluación permitirán determinar el grado o nivel de la 
inversión pública, asesoría, asistencia, capacitación y demás propósitos 
establecidos en esta ley. Cada Subdirección Regional emitirá un informe que 
recoja los elementos y en los plazos señalados en los artículos 22 y 23, 
exponiendo las brechas y fortalezas de los respectivos comités y cooperativas 
según su categoría y segmento, detallando una propuesta de acciones 
concretas y plazos a implementar conjuntamente con aquellos.  

 
La categorización de los servicios sanitarios rurales atendiendo a 

sus arranques será la siguiente: 
 
a) Categoría menor, hasta 300 arranques. 
b) Categoría mediana, de 301 a 800 arranques. 
c) Categoría mayor, de 801 o más arranques. 
 
La Subdirección establecerá una segmentación de los comités y 

cooperativas para la categoría mediana, de conformidad a las disposiciones de 
esta ley y su reglamento. Extraordinariamente, como resultado de esta 
segmentación, dicha autoridad podrá establecer que algunos sistemas de 
categoría mediana sean considerados como menores solo para:  

 
a) Eximirlos de la aplicación del fondo de reposición de 

infraestructura, teniendo en consideración la situación económica de la 
comunidad abastecida por el comité, de acuerdo a lo que señale el reglamento.  

b) Hacer aplicable el procedimiento simplificado de fijación tarifaria 
dispuesto en el inciso final del artículo 48. Para estos efectos, se deberá 
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considerar tanto el resultado de la evaluación, como los criterios que 
establecerá el reglamento, incluyendo al menos, las condiciones económicas y 
sociales de la población abastecida, las condiciones de aislamiento y el 
carácter de comunidad indígena conforme a la ley Nº 19.253 y sus 
disposiciones reglamentarias. 

 
La categorización y segmentación de los comités y cooperativas 

deberá ser considerada por la Superintendencia y la autoridad sanitaria para el 
ejercicio de sus atribuciones en materia de fiscalización, labores de 
preparación, formulación y aprobación de planes de cumplimiento u otras 
medidas alternativas y aplicación de sanciones, si procediere, para los efectos 
de asegurar el cumplimiento de los fines y adecuada implementación de esta 
ley. 

 
El reglamento definirá un procedimiento para lo dispuesto en este 

artículo, así como los factores y criterios de segmentación aplicables señalados 
en el los literales a) y b) del inciso cuarto. 

 
Artículo 27.- Fondo de atención de emergencias. Todos los comités 

y cooperativas a que se refiere esta ley deberán contar con un fondo de 
atención de emergencias, caso fortuito o fuerza mayor a fin de resguardar la 
continuidad del servicio, solventando reparaciones extraordinarias, urgentes o 
imprevistas.  

 
En el caso de aquellos servicios sanitarios rurales que no cuenten 

con el fondo de reposición de infraestructura, el fondo de atención de 
emergencias podrá utilizarse para financiar total o parcialmente la reposición de 
equipos e infraestructura que se hayan vistos afectados en los casos 
anteriores.  

 
Los comités y cooperativas deberán informar de su uso a la 

Subdirección dentro de los treinta días siguientes. El reglamento regulará el 
modo y plazo en que la licenciataria deberá restituir el monto utilizado para 
estos efectos. 

 
El monto de este fondo será equivalente a dos meses de ingresos 

medios correspondientes al año calendario anterior, conforme al balance 
respectivo, y deberá alcanzarse gradualmente. El reglamento determinará la 
forma en que esta obligación debe ser cumplida, considerando criterios de 
gradualidad. Sin perjuicio de lo anterior, los licenciatarios podrán incrementar 
este fondo hasta un máximo de tres meses de ingresos medios.”. 

 
21) Reemplázase, a continuación del artículo 27, nuevo, el epígrafe 

del Capítulo 3, que ha pasado a ser Capítulo 4, del Título III, por el siguiente: 
 
“De la prestación del servicio en situaciones de riesgo”. 
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22) Elimínase el artículo 30. 
 
23) Elimínase el artículo 31. 
 
24) Reemplázase el artículo 32, que ha pasado a ser artículo 28, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 28.- Declaración de riesgo en la prestación del servicio. La 

Subdirección podrá declarar en riesgo la prestación del servicio sanitario rural, 
tanto en su calidad o continuidad, considerando la potencial gravedad de las 
consecuencias. Lo anterior, de oficio o sobre la base de un informe de la 
autoridad sanitaria o de la Superintendencia, según corresponda y en los 
siguientes casos:  

 
a) Si las condiciones del servicio suministrado, en calidad o 

continuidad, no corresponde a las exigencias establecidas en la ley o su 
reglamento; o  

b) Si el funcionamiento administrativo, contable y financiero no 
permiten la sostenibilidad del servicio. 

 
De detectarse que este riesgo es atribuible a la gestión del 

licenciatario, la Subdirección podrá proponer un plan de acción para remediar el 
riesgo identificado. Aquel contendrá las medidas y acciones a adoptar y 
solicitará al respectivo comité o cooperativa que identifique a las personas que 
estarán a cargo del cumplimiento de lo propuesto por parte del licenciatario, sin 
perjuicio de las demás medidas que determine el reglamento.  

 
A su vez, la Subdirección podrá encomendar temporalmente la 

asistencia al servicio sanitario rural afectado a otro comité o cooperativa o 
asociación de comités o cooperativas que se encuentren en condiciones para 
ejercer dicha función o, incluso, a institutos auxiliares de cooperativas 
constituidos de conformidad con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 
5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, Ley General de 
Cooperativas. Corresponderá al reglamento definir las condiciones, período y 
garantías en que se prestará esta labor.  

 
En el caso que persista el riesgo una vez efectuadas las gestiones 

antes señaladas, la Subdirección podrá designar un administrador temporal 
que tendrá a cargo la administración y operación del servicio con todas las 
facultades que se requieran para ello, considerando lo señalado en los artículos 
siguientes de este capítulo.  

 
Para el caso en que la Subdirección declare que el riesgo es 

atribuible a problemas de gestión en la administración del comité o cooperativa, 
notificará dicha circunstancia al licenciatario, fijando un plazo de 30 a 60 días 
para que se convoque a la asamblea del comité o cooperativa respectiva para 
informarla y que esta se determine, en su caso, la necesidad de una nueva 
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administración o su intervención. En esta convocatoria se informará el 
contenido y alcance de la declaración de riesgo identificada por la 
Subdirección. En caso que la asamblea no sea debidamente convocada, la 
Subdirección podrá hacerlo en su defecto. Cualquier socio podrá proponer en 
dicha asamblea la censura de la totalidad del directorio o de uno o más 
dirigentes, según corresponda. De aprobarse esta censura por la mayoría de la 
asamblea se producirá la cesación definitiva del cargo de quien haya sido 
objeto de censura, quedando inhabilitado durante cinco años para postular a 
cargos de administración o directivos del comité o cooperativa.  El reglamento 
establecerá la forma y plazo para convocar a asamblea, el quórum para su 
constitución y para la adopción de acuerdos, así como el procedimiento para 
hacer efectiva la censura. 

 
En todo caso, cualquiera sea la causa de la declaración de riesgo, la 

Subdirección deberá incluir al comité o cooperativa en un programa de 
asesoría, asistencia, capacitación e inversión por el período que sea necesario 
para la normalización del servicio. 

 
Con todo, lo dispuesto en este artículo no obsta a la aplicación de 

las sanciones por los organismos fiscalizadores que puedan proceder, de 
conformidad a la normativa legal y reglamentaria vigente.”. 

 
25) Reemplázase el artículo 33, que ha pasado a ser artículo 29, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 29.- Administrador temporal. El administrador temporal que 

designe la Subdirección tendrá las funciones y requisitos establecidos en esta 
ley y el reglamento y ejercerá sus funciones hasta la normalización del servicio, 
conforme lo defina la Subdirección en una resolución fundada. Con todo, si el 
servicio no se hubiere normalizado transcurridos doce meses de iniciada su 
labor, el administrador temporal deberá convocar a una asamblea para la 
designación de un nuevo directorio o consejo de administración, según fuere el 
caso, pudiéndose prorrogar las funciones del administrador temporal por un 
máximo de doce meses. 

 
El administrador temporal ejercerá todas las funciones del consejo 

de administración y gerente de una cooperativa o del administrador y 
representante legal de un comité. Sin embargo, estará supeditado a la 
Subdirección respecto de las materias técnicas vinculadas al servicio sanitario 
rural. El administrador responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus 
funciones y será financiado por el comité o cooperativa. En casos 
extraordinarios, la Subdirección podrá concurrir a este financiamiento cuando el 
comité o cooperativa no cuente con los fondos suficientes para ello. 

 
El reglamento determinará las materias técnicas que deberán ser 

informadas por el administrador temporal a la Subdirección. De igual modo, 
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establecerá la forma, criterios y requisitos para que, en casos extraordinarios, la 
Subdirección concurra al financiamiento de sus funciones.”. 

 
26) Elimínanse los artículos 34, 35 y 36, readecuándose la 

numeración del artículo siguiente. 
 
27) Elimínase el artículo 38. 
 
28) Elimínase el artículo 39. 
 
29) Reemplázase el epígrafe del Título IV por el siguiente:  
 

“DE LOS LICENCIATARIOS PRESTADORES DEL SERVICIO”. 
 
30) Reemplázase el epígrafe del Capítulo 1 del Título IV por el 

siguiente:  
 

“Derechos y obligaciones de los licenciatarios y de los socios y usuarios”. 
 
31) Reemplázase el artículo 40, que ha pasado a ser artículo 31, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 31.- Obligaciones de los licenciatarios. Los licenciatarios de 

servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones: 
 
a) Prestar el servicio sanitario a los socios y usuarios, en la medida 

que sea técnica y económicamente factible conforme a lo establecido en la 
letra b) y c) de este artículo.  

b) Garantizar la continuidad del servicio entregado durante la 
cantidad de horas diarias que se determine en el reglamento, conforme a las 
características técnicas exigibles a cada categoría y segmento. Lo anterior, 
salvo las interrupciones que se produzcan por necesidad indispensable para la 
prestación del servicio, las que deben ser programadas y comunicadas con 
anticipación a los socios y usuarios, según lo establecido en el reglamento; y 
aquellas que se produzcan por fuerza mayor o caso fortuito u otras 
excepciones legales o reglamentarias.  

c) Mantener el nivel de calidad en la atención de socios y usuarios, 
así como también, la prestación del servicio que defina el reglamento. 

d) Otorgar la certificación de la factibilidad de servicio, conforme a lo 
dispuesto en esta ley y su reglamento. 

e) Prestar y operar el servicio sanitario rural. Lo anterior, dando 
estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones 
establecidas en esta ley y su reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, 
y en las demás normas y disposiciones vigentes, así como a las instrucciones 
que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones. 

f) Permitir el acceso a las instalaciones del personal del Ministerio, 
de la Dirección General de Aguas, la Subdirección, la Superintendencia y la 
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autoridad sanitaria en el ejercicio de sus atribuciones con la finalidad de velar 
por el correcto funcionamiento de aquellas y adoptar las medidas necesarias. 

g) Efectuar un correcto uso de los fondos y bienes de la 
organización, priorizando en su caso el plan de inversiones y, de ser necesario, 
realizar una auditoría. 

h) Responder a los requerimientos de información que formule tanto 
la Subdirección como la Superintendencia. 

i) Informar a la Subdirección de todo hecho que pueda afectar 
gravemente la continuidad, calidad, seguridad y, en general, de hechos que 
afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio. Lo anterior, 
inmediatamente después de ocurrido el hecho o a más tardar dentro de las 
veinticuatro horas siguientes desde que se tomó conocimiento del mismo. En 
caso de que se trate de condiciones sanitarias, el licenciatario deberá informar, 
además, a la autoridad sanitaria. 

j) Confeccionar anualmente un informe de gestión administrativa y 
contable sobre las cuentas de la organización, balance o estado de resultados 
aprobado por la asamblea, según el sistema contable con que operen, y 
remitirlo a la Subdirección para su revisión.”. 

 
32) Reemplázase el artículo 41, que ha pasado a ser artículo 32, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 32.- Obligación de reparación y mantención de 

instalaciones y equipos. Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas 
en el artículo anterior la licenciataria deberá conservar en perfecto estado de 
funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del 
servicio, debiendo para estos efectos proceder a su reparación y mantención, 
de acuerdo con sus recursos, en conformidad a lo dispuesto en esta ley.”. 

 
33) Reemplázase el artículo 42, que ha pasado a ser artículo 33, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 33.- Fondo de reposición de infraestructura. Los servicios 

sanitarios rurales categorizados como mayores y medianos deberán crear un 
fondo destinado a la reposición de la infraestructura y equipos indispensables 
para la prestación del servicio sanitario rural, incluyendo la reposición de 
arranques y unión domiciliaria.  

 
Excepcionalmente, la Subdirección podrá establecer la aplicación de 

las normas de este fondo a algunos sistemas categorizados como menores, en 
particular, teniendo en consideración la situación económica de la comunidad 
abastecida por el comité. Lo anterior, será regulado en el reglamento de esta 
ley.  

 
El monto mínimo de este fondo será equivalente a cinco meses de 

ingresos medios, para el caso de servicios sanitarios rurales de categoría 
mayor; y de tres meses para aquellos de categoría mediana, correspondientes 
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al año calendario anterior, conforme al balance respectivo y deberá alcanzarse 
gradualmente. El reglamento determinará la forma en que esta obligación debe 
ser cumplida, considerando criterios de gradualidad. 

 
Las tarifas deberán permitir financiar este fondo en conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley. Adicionalmente, al menos el veinte 
por ciento del remanente resultante de cada ejercicio anual se destinará a este 
fondo.  

 
El fondo mencionado no podrá ser destinado a fines distintos a lo 

que señale esta ley. Aquellos licenciatarios que deban contar con este fondo 
elaborarán un plan de inversiones para su ejecución, en conformidad a esta ley 
y el reglamento. Este plan de inversiones deberá presentarse ante la 
Subdirección para su aprobación en conformidad con el procedimiento que 
establezca el reglamento.”. 

 
34) Reemplázase el artículo 43, que ha pasado a ser artículo 34, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 34.- Responsabilidad por mantenimiento de los arranques 

de agua potable y la unión domiciliaria. Serán de cargo del licenciatario los 
costos de mantención y reparación del arranque de agua potable y la unión 
domiciliaria del sistema de agua potable y saneamiento rural, respectivamente. 

 
El mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores 

domiciliarias de agua potable y de saneamiento serán de exclusiva 
responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.”. 

 
35) Reemplázase el artículo 44, que ha pasado a ser artículo 35, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 35.- Uso de instalaciones y equipos. Corresponderá 

siempre a los licenciatarios el uso y goce exclusivo de los bienes 
indispensables regulados en el artículo 16 y sólo podrán destinar dichas 
instalaciones a la realización de las actividades indicadas en esta ley y su 
reglamento. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, la asamblea general o la junta general, 

según corresponda, podrá autorizar el uso y goce de aquellos bienes 
indispensables referidos el literal l) del artículo 16 para el desarrollo de otras 
actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la 
provisión de los servicios sanitarios rurales y se cumpla con la normativa 
vigente.”. 

 
36) Reemplázase el inciso primero del artículo 45, que ha pasado a 

ser artículo 36, por el siguiente: 
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“Artículo 36.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. 
Los licenciatarios que presten el servicio de saneamiento podrán solicitar 
autorización a la organización de usuarios de aguas respectiva para el 
vertimiento de las aguas tratadas en un canal. Lo anterior, cumpliendo con la 
normativa vigente.”. 

 
37) Reemplázase el artículo 46, que ha pasado a ser artículo 37, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 37.- Factibilidades. Toda vivienda o inmueble ubicado 

dentro del área de servicio de un prestador de servicio sanitario rural deberá 
conectarse a las redes de dicho servicio sanitario rural, siempre que cuente con 
factibilidad técnica favorable de conexión al sistema centralizado, declarada así 
por el licenciatario. Respecto de aquellos inmuebles o viviendas que no 
cuenten con factibilidad técnica favorable de conexión, los titulares de los 
proyectos podrán solicitar al licenciatario que le conceda dicha factibilidad o 
considerar otras soluciones. 

 
Solicitada la factibilidad técnica del servicio, el licenciatario tendrá un 

plazo de 30 días hábiles para remitir los antecedentes o un informe técnico 
elaborado por un profesional del área de la ingeniería sanitaria, a la 
Subdirección. Transcurrido este plazo o no habiendo solicitado prórroga, la 
solicitud se tendrá por no presentada. Para estos efectos, la Subdirección 
tendrá, un plazo de 60 días hábiles para pronunciarse, contados desde 
recibidos los antecedentes o el informe técnico, según corresponda. Emitido el 
informe favorable de la Subdirección, el licenciatario emitirá un certificado de 
factibilidad. Si, transcurrido el plazo, la Subdirección no se pronunciare, el 
licenciatario emitirá un certificado de factibilidad fundándose en los informes y 
antecedentes técnicos exigidos conforme a lo dispuesto en este artículo. El 
reglamento de esta ley establecerá el contenido del certificado de factibilidad, 
condiciones específicas y eventuales aportes financieros o en obras a quienes 
soliciten dicha factibilidad. 

 
Excepcionalmente, los licenciatarios de categoría menor podrán 

solicitar a la Subdirección que elabore dicho informe técnico cuando no posean 
la capacidad o información técnica para elaborarlos. 

 
Una vez emitido, el certificado de factibilidad tendrá una vigencia de 

doce meses. 
 
Podrán reclamar a la Superintendencia los interesados cuya 

solicitud de factibilidad técnica del servicio sea denegada por el licenciatario o 
no reciban un pronunciamiento dentro de un plazo máximo de 10 días contado 
desde la presentación del reclamo, la Superintendencia requerirá informe al 
licenciatario y a la Subdirección, para que, dentro del plazo de 30 días hábiles 
respondan lo pertinente al ámbito de sus funciones. Recibido el informe o 
vencido el plazo, la Superintendencia resolverá dentro de un plazo máximo de 



 53 

30 días hábiles. Transcurrido este último plazo sin que la Superintendencia se 
pronuncie se entenderá que rechaza la solicitud.”. 

 
38) Reemplázase el artículo 47, que ha pasado a ser artículo 38, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 38.- Derechos del licenciatario. Son derechos del 

licenciatario: 
 
a) Cobrar por las etapas del servicio sanitario rural otorgado las 

tarifas a que se refiere el Título V de esta ley. Las boletas o facturas que se 
emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en 
los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado, 
incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo sólo en cuanto al 
cobro de aquellas prestaciones. 

b) Cobrar reajustes e intereses corrientes por las cuentas que no 
sean canceladas dentro de los plazos señalados en el reglamento. Dichos 
intereses en ningún caso podrán exceder el máximo interés convencional. 

c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido 
el licenciatario. 

d) Suspender, previo aviso de treinta días, los servicios a socios o 
usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el 
costo de la suspensión y de la reposición correspondiente. 

e) Suspender el servicio a socios o los usuarios de servicio sanitario 
rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en esta ley. 

f) Suspender el servicio a socios o los usuarios respecto de los 
cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o 
bienes del licenciatario. 

g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos 
causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de 
alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso 
o destrucción de las mismas por el socio o usuario. 

h) Proponer y postular a subsidios a la inversión en los sistemas 
rurales de agua potable en representación de los socios o usuarios, en 
particular, al establecido en la ley Nº 18.778, que establece subsidio al pago de 
consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas, y su 
reglamento. 

i) Exigir al socio o usuario de la vivienda o propiedad servida la 
conexión a las instalaciones de agua potable o alcantarillado, según fuere el 
caso, cuando exista factibilidad de conexión otorgada por el licenciatario, en 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 37.  

j) Cobrar las cuotas sociales en conformidad con las leyes que sean 
aplicables y los estatutos del comité o cooperativa. 

 
Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de 

las atribuciones que el Código Sanitario entrega al Ministerio de Salud.”. 
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39) Elimínase el artículo 48. 
 
40) Reemplázase el artículo 49, que ha pasado a ser artículo 39, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 39.- Modificaciones de niveles de servicio. Los niveles de 

servicio que prestan los comités o cooperativas podrán modificarse con la 
finalidad de mejorar la prestación del servicio de oficio por la Subdirección 
como resultado del proceso de evaluación y diagnóstico, o a solicitud de la 
Superintendencia. Para estos efectos, la Subdirección previo a resolver, 
elaborará un informe técnico que establezca la necesidad de modificar los 
niveles de servicio o de mantenerlos. En caso que, la Subdirección resuelva la 
modificación de los niveles de servicio, de corresponder, requerirá a los comités 
y cooperativas la respectiva modificación del plan de inversiones y aplicará lo 
dispuesto en el inciso final de este artículo. 

 
En caso de que el área de servicio de una licenciataria quede total o 

parcialmente incorporada en el área urbana por modificaciones de los planes 
reguladores, la Subdirección podrá modificar los niveles de servicio de la 
licencia establecidos en el registro a proposición de la Superintendencia. En 
este caso, la licenciataria deberá modificar su plan de inversiones para 
incorporar las nuevas exigencias.  

 
La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las 

modificaciones del plan de inversiones se harán conforme a un procedimiento 
ante la Subdirección, en conformidad con esta ley y el reglamento La 
modificación de los niveles de servicio procederá previa resolución de la 
Subdirección, la cual deberá fundarse en un informe técnico. Este informe se 
notificará al licenciatario para que formule observaciones a la propuesta de la 
Subdirección, dentro de un plazo de 60 días hábiles contados desde la 
notificación. Transcurrido dicho plazo o recibidas las observaciones, la 
Subdirección resolverá dentro de los 90 días hábiles siguientes, determinando 
la modificación o la mantención de los niveles de servicio. En el caso que, la 
Subdirección resuelva la modificación de los niveles de servicios, deberá 
señalar los alcances de esta modificación que sean procedentes, incluyendo la 
descripción de los mayores niveles de calidad y continuidad del servicio. 

 
Tratándose de un licenciatario obligado a contar con un plan de 

inversiones, deberá presentar su modificación o un nuevo plan de inversiones, 
a la Subdirección, dentro del plazo de 90 días hábiles, contado desde la 
notificación de la resolución que disponga la modificación de los niveles de 
servicio.”. 

 
41) Reemplázase el artículo 50, que ha pasado a ser artículo 40, por 

el siguiente:  
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“Artículo 40.- Facultad de acceso de la licenciataria. El socio o 
usuario deberá permitir el acceso a su inmueble del personal de la licenciataria, 
identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con 
la prestación de los servicios.”. 

 
42) Reemplázase el artículo 51, que ha pasado a ser artículo 41, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 41.- Inmueble que recibe el servicio. En el inmueble que 

recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas 
quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural 
para con la licenciataria. 

 
El medidor asociado a la vivienda forma parte integral del arranque 

domiciliario de agua potable, en consecuencia, no corresponde su traslado.”. 
 
43) Intercálase el siguiente artículo 42, nuevo: 
 
“Artículo 42.- Resolución de reclamos. Las discrepancias entre el 

socio o usuario con el licenciatario respecto de las condiciones de prestación 
del servicio serán resueltas por el directorio del comité o por el consejo de 
administración respectivo, según corresponda, a través de la adopción de un 
acuerdo que constará por escrito. 

 
Con todo, la Superintendencia resolverá las reclamaciones 

interpuestas por los usuarios o socios interesados en contra de la licenciataria 
en el caso que la respuesta entregada por el servicio sanitario rural no sea 
satisfactoria para el socio o usuario o en caso de incumplimiento del acuerdo 
existente. Recibidos los antecedentes, la Superintendencia admitirá a trámite el 
reclamo y solicitará informe al licenciatario el que deberá responder dentro del 
plazo requerido según la naturaleza de lo reclamado, el que no podrá ser 
inferior a quince días hábiles. Transcurrido este plazo, con o sin la respuesta 
del licenciatario, la Superintendencia dictará resolución aplicándose en su 
procedimiento lo que sea aplicable de la ley 18.902 y lo dispuesto en la ley N° 
19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen 
los actos de los órganos de la Administración del Estado.”. 

 
44) Reemplázase el epígrafe del Capítulo 2 del Título IV por el 

siguiente:  
 

“Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de 
dirigentes”. 

 
45) En el artículo 52, que ha pasado a ser artículo 43: 
 
1. Intercálase, en el inciso primero, entre las expresiones 

“precedentemente” y “las personas” los siguientes términos “los cónyuges y”. 
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2. Intercálase, en el inciso quinto, entre las expresiones “respecto 

de” y “personas” los siguientes términos: “los cónyuges y las”.  
 
46) Elimínase el artículo 53. 
 
47) Reemplázase el artículo 54, que ha pasado a ser artículo 44, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 44.- Censura de los dirigentes de los comités y 

cooperativas. Cuando se trate de alguna de las situaciones que se describen 
en los literales siguientes, el directorio de un comité o el consejo de 
administración de una cooperativa incurrirá en causal de censura. En dicho 
caso, la Subdirección convocará a la asamblea, de oficio o a petición de parte, 
en conformidad con lo dispuesto en el artículo 28 inciso quinto. Son causales 
de censura: 

 
a) La trasgresión reiterada por los dirigentes de cualesquiera de sus 

deberes legales o de algún derecho de un miembro de un comité de servicio 
sanitario rural. 

b) El incumplimiento de medidas correctivas dispuestas en el plan 
de cumplimiento, en conformidad con el artículo 71.  

c) El incumplimiento del plan de acción para remediar el riesgo, en 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 28 inciso segundo. 

d) La configuración de las situaciones a que se refieren los artículos 
28 inciso quinto y 43 de esta ley. 

 
De aprobarse la censura por la asamblea del comité o por la junta 

general de socios de una cooperativa se producirá la cesación definitiva del 
cargo, quedando inhabilitado durante cinco años para postular a cargos de 
administración o directivos del comité o cooperativa.”. 

 
48) Reemplázase el artículo 55, que ha pasado a ser artículo 45, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 45.- Del informe anual de gestión. Los licenciatarios de 

servicio sanitario rural deberán confeccionar un informe anual de gestión 
administrativa y contable sobre las cuentas de la organización, según el 
sistema contable con que operen. A su vez, deberán someterlos a la 
aprobación de la asamblea y remitirlos a la Subdirección para su registro dentro 
de un plazo no superior a 60 días hábiles contados desde su aprobación. 
Igualmente, deberán observar y cumplir la realización de elecciones periódicas 
de los órganos del respectivo comité o cooperativa, conforme a sus estatutos y 
las leyes que les sean aplicables. 

 
El incumplimiento de las obligaciones de este artículo será causal de 

censura, tanto para todo el directorio como para el consejo de administración y 
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gerencia del comité o cooperativa. Asimismo, será causal de censura para el 
directorio el rechazo del informe anual en dos oportunidades sucesivas por, a lo 
menos, dos tercios de la asamblea.”. 

 
49) Reemplázase el artículo 56, que ha pasado a ser artículo 46, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 46.- Derechos de dirigentes. Los dirigentes de un comité y 

cooperativa, tendrán derecho a: 
 
a) La contratación de un seguro por riesgo de accidente que lo 

proteja en su rol de dirigente en la actividad del servicio de agua potable y 
saneamiento rural. Para tales efectos, el costo del seguro será cubierto por el 
comité o cooperativa y deberá ser incorporado en los gastos necesarios para 
determinar la tarifa. 

b) A que los respectivos comités o cooperativas denuncien a 
quienes formulen amenazas o atenten contra la vida o integridad física con 
ocasión o motivo del ejercicio de sus funciones, así como a que persiga las 
responsabilidades civiles y penales que correspondan. Para estos efectos, 
tanto los dirigentes afectados como los comités o cooperativas podrán contar 
con la asistencia de la Subdirección, conforme a lo dispuesto en el literal t) del 
artículo 60. Con todo, igual derecho les corresponderá a los trabajadores del 
comité o cooperativa. 

c) A viáticos en dinero para el ejercicio de sus funciones, cuando así 
lo acuerde la asamblea por mayoría simple de los miembros presentes o 
representados en ella. 

d) Los demás que las leyes especiales contemplen.”. 
 
50) Reemplázase el artículo 57, que ha pasado a ser artículo 47, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 47.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios 

rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de 
agua potable y saneamiento que se establecen en esta ley y en su reglamento. 

 
Las tarifas deberán permitir el financiamiento del fondo de atención 

de emergencias a que se refiere el artículo 27. A su vez deberán permitir 
solventar o recuperar los costos necesarios de administración, operación y de 
las actividades de mantenimiento necesarias para el normal funcionamiento de 
las instalaciones. Adicionalmente, deberán permitir financiar el fondo de 
reposición de infraestructura, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 33. 

 
De modo extraordinario los licenciatarios podrán cobrar un cargo 

adicional para efectos de contribuir a determinados costos de reposición o de 
emergencia. La Superintendencia habilitará la procedencia, evaluará el monto y 
la temporalidad de dicho cobro. 
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La autoridad calculará las tarifas correspondientes a los servicios de 
agua potable y, cuando corresponda, del servicio de saneamiento rural. Las 
fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por 
tramos crecientes de consumo, según se defina en el reglamento.  

 
El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser 

fácilmente comprensible por los socios y usuarios de los respectivos comités y 
cooperativas. 

 
Las tarifas deberán ser calculadas por la Superintendencia tomando 

como base la situación específica de cada servicio sanitario rural, incluyendo 
sus características, tamaño, singularidades técnicas, entorno, distancia de 
centros poblados, accesibilidad a fuentes naturales de agua y otras condiciones 
que permitan su funcionamiento regular y eficiente y propicie un desarrollo 
óptimo, conforme al procedimiento establecido en este título y en el reglamento.  

 
Sin perjuicio de lo anterior, en caso de carecer de información 

suficiente, la Superintendencia podrá completar la información faltante con la 
de otro comité o cooperativa de características similares a efectos de calcular la 
tarifa. Para estos efectos, se considerarán la ubicación geográfica; el tamaño, 
medido en número de arranques; tipo y características de la infraestructura 
sanitaria, y demás que determine el reglamento.”. 

 
51) Reemplázase el artículo 58, que ha pasado a ser artículo 48, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 48.- Antecedentes para la determinación de la tarifa. La 

Subdirección deberá aportar a la Superintendencia todos los antecedentes de 
los comités y cooperativas que sean necesarios para realizar el cálculo tarifario, 
entre los cuales se considerarán, al menos: 

 
1) Los estados financieros aprobados por la Subdirección de los tres 

últimos años, incluyendo el balance general. 
2) Los ingresos y facturaciones. 
3) Los gastos de administración, operación y mantenimiento 

desglosados de manera simplificada. Para estos efectos, la Subdirección podrá 
elaborar guías explicativas de fácil comprensión que permitan a los comités y 
cooperativas desglosar apropiadamente dichos gastos.  

4) El porcentaje de aporte de las tarifas al fondo de reposición de 
infraestructura, cuando corresponda, considerando un plan de inversiones. 

5) El monto y condiciones del fondo de atención de emergencias 
obligatorio, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 27. 

6) La información técnica asociada a la población abastecida, el 
número de arranques y el volumen de agua producida y facturada y el volumen 
del agua servida tratada, según registros que deberá mantener la Subdirección, 
cuando corresponda. 
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Asimismo, la Superintendencia podrá requerir de la Subdirección los 
antecedentes adicionales que considere necesarios para realizar los cálculos 
tarifarios, conforme a lo que se defina en el reglamento. 

 
Para los efectos de fijación tarifaria, los licenciatarios de servicios 

sanitarios rurales estarán obligados a proporcionar toda información que les 
sea requerida por la Subdirección o la Superintendencia. 

 
Para los servicios sanitarios rurales menores y aquellos medianos 

categorizados como menores, en conformidad con lo dispuesto en el inciso 
cuarto del artículo 24, corresponderá la aplicación de un procedimiento 
simplificado de fijación de tarifas, en particular, respecto de los antecedentes 
señalados en los numerales 1, 2, 3 y 6 de este artículo.”. 

 
52) Reemplázase el artículo 59, que ha pasado a ser artículo 49, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 49.- Procedimiento de determinación de la tarifa por cobrar 

a los socios y usuarios. La tarifa se determinará para cada servicio sanitario 
rural y será aquella que deba pagar efectivamente el socio o usuario. 

 
En los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido 

en la ley N° 18.778, el usuario pagará la parte de la tarifa por cobrar que no 
cubra dicho subsidio. Para estos efectos, el subsidio deberá aplicarse 
permitiendo definir diversos niveles de intensidad en función de la tarifa 
determinada, según determine el reglamento. 

 
La Superintendencia informará el nivel tarifario al licenciatario, quien 

podrá aceptarlo o solicitar su reconsideración dentro del plazo de sesenta días 
contados desde la notificación del informe. Vencido este plazo sin un 
pronunciamiento del licenciatario, la tarifa a cobrar a los socios y usuarios 
corresponderá a la informada por la Superintendencia. El reglamento de esta 
ley fijará el procedimiento y plazos que tendrá la Superintendencia para sus 
actuaciones y la emisión del pronunciamiento definitivo.  

 
Las tarifas a cobrar a los socios y usuarios de cada servicio sanitario 

rural serán fijadas mediante resolución exenta de la Superintendencia.”. 
 
53) Reemplázase el artículo 60, que ha pasado a ser artículo 50, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 50.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas cada 

cinco años. 
 
Las tarifas podrán modificarse antes del término del período de su 

vigencia cuando existan razones fundadas y demostrables de que se han 
producido cambios importantes en los supuestos bajo los cuales estas se han 
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fijado. Lo anterior, a solicitud de los comités y cooperativas ante la 
Superintendencia. Para estos efectos, y se requerirá informe de la 
Subdirección, el cual deberá ser emitido dentro de un plazo máximo de 60 días 
hábiles desde que sea requerido. Transcurrido este plazo, la Superintendencia 
resolverá la solicitud de modificación tarifaria dentro de los 60 días siguientes. 
Las tarifas resultantes de dicha modificación tendrán, a su vez, una duración de 
cinco años. 

 
Cuando no existan cambios relevantes en los supuestos adoptados 

para el cálculo tarifario, las tarifas podrán prorrogarse en virtud de un acuerdo 
entre el licenciatario y la Superintendencia, previo informe de la Subdirección. 
Lo anterior, por un período adicional de cinco años, siempre y cuando este 
acuerdo se suscriba con una anticipación no inferior a seis meses anteriores al 
término del período de vigencia de las tarifas. Esta prórroga deberá aprobarse 
mediante resolución exenta de la Superintendencia.”. 

 
54) Reemplázase el artículo 61, que ha pasado a ser artículo 51, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 51.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas por cobrar a los 

socios y usuarios se reajustarán una vez al año, de acuerdo a la variación del 
índice de precios al consumidor informado por el Instituto Nacional de 
Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya. No obstante lo 
anterior, cada vez que se acumule una variación del cinco por ciento del 
referido índice, dicho reajuste operará de forma inmediata. El licenciatario 
deberá informar del reajuste a los socios y usuarios en la forma y oportunidad 
definidas en el reglamento.”. 

 
55) Reemplázase el artículo 62, que ha pasado a ser artículo 52, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 52.- Principio de no discriminación en la tarifa. No existirá 

gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios ni 
discriminación arbitraria entre socios o usuarios. 

 
No obstante, no se considerará acto discriminatorio los acuerdos 

que adopte la asamblea respectiva que permita liberar total o parcialmente de 
las tarifas cuando se trate de servicios de carácter comunitario o al Cuerpo de 
Bomberos, en conformidad con lo dispuesto en el reglamento. 

 
Los acuerdos compensatorios de tarifas celebrados con anterioridad 

a la entrada en vigencia de esta ley no tendrán carácter discriminatorio.”. 
 
56) Sustitúyese la denominación del artículo 63 por artículo 53. 
 
57) Reemplázase el artículo 64, que ha pasado a ser artículo 54, por 

el siguiente: 
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“Artículo 54.- Prestación regulada. Todas aquellas prestaciones de 

carácter sanitario tales como corte y reposición de servicios u otras que puedan 
ser prestadas únicamente por el comité o cooperativa y que no se encuentren 
reguladas en esta ley, serán tarificadas de conformidad con este Título y el 
reglamento.”. 

 
58) Sustitúyese la denominación del artículo 64 bis por artículo 54 

bis. 
 
59) Reemplázase el epígrafe del Capítulo 1 del Título VI, por el 

siguiente:  
 
“De los consejos consultivos”. 
 
60) Elimínase el artículo 65. 
 
61) Elimínase el artículo 66. 
 
62) Elimínase el artículo 67. 
 
63) Reemplázase el artículo 68, que ha pasado a ser artículo 55 por 

el siguiente: 
 
“Artículo 55.- Consejo Consultivo Nacional. Creáse un Consejo 

Consultivo Nacional que asesorará al Ministerio de Obras Públicas en la 
elaboración e implementación de la política nacional de servicios sanitarios 
rurales establecida en el artículo 4° de esta ley. Para estos efectos, el Ministerio 
de Obras Públicas oirá a este Consejo en materias tales como la política de 
saneamiento rural, la de promoción de los servicios de agua potable, el plan 
nacional de capacitación de competencias técnicas y organizacionales para 
dirigentes y trabajadores de dichos servicios. Sin perjuicio de lo anterior, el 
Ministerio podrá consultar sobre otras materias que sean de interés para el 
mejor funcionamiento de los sistemas de agua potable rural.”. 

 
64) Agréganse, a continuación del artículo 68, que ha pasado a ser 

artículo 55, los siguientes artículos 56, 57 y 58, nuevos: 
 
“Artículo 56.- Integrantes del Consejo Consultivo Nacional. El 

Consejo Consultivo Nacional estará compuesto por un representante: 
 
a) Del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá. 
b) Del Ministerio de Hacienda. 
c) Del Ministerio de Salud. 
d) Del Ministerio de Desarrollo Social. 
e) Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. 
f) Del Ministerio de Agricultura. 



 62 

g) Del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 
h) Del Ministerio de Energía. 
i) Del Ministerio del Medio Ambiente.  
j) De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del 

Ministerio del Interior. 
k) De cada Consejo Consultivo Regional elegido por los comités o 

cooperativas en conformidad con el artículo 58 de esta ley. Los representantes 
de este literal se desempeñarán por un período de tres años, pudiendo ser 
reelectos por única vez. 

 
El Consejo sesionará ordinariamente dos veces al año. El 

reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. 
 
Los dirigentes que representen al Consejo Consultivo Regional en 

las reuniones presenciales del Consejo Consultivo Nacional percibirán una 
asignación para gastos de traslado, incluyendo cuando corresponda, 
alojamiento y alimentación, con cargo al presupuesto del Ministerio. 

 
Artículo 57.- El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector 

de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, quien deberá: 
 
a) Citar a las sesiones. 
b) Levantar acta de las sesiones. 
c) Informar al Consejo sobre el contenido del plan nacional de 

capacitación de competencias al que se refiere este capítulo. La aprobación de 
este plan corresponderá al Ministerio de Obras Públicas. 

d) Hacer seguimiento de los acuerdos adoptados.  
e) Cumplir con los acuerdos que determine el Consejo. 
 
Artículo 58.- Consejos Consultivos Regionales. En cada región 

existirá un Consejo Consultivo Regional que asesorará a la Subdirección 
Regional sobre la mejor implementación en su territorio de la política nacional 
de servicios sanitarios rurales del artículo 4° y del plan nacional de 
capacitación. De igual forma, colaborará con las demás instituciones públicas 
vinculadas con los servicios de agua potable y saneamiento rural en la difusión 
de información relevante para los comités y cooperativas de su región. 

 
Estos consejos podrán conocer y formular consultas o proposiciones 

sobre la cartera de proyectos de la región y proponer a la Subdirección 
Regional iniciativas u observaciones sobre asesoría y asistencia técnica a fin 
de que puedan recogerse en los planes ya mencionados. Lo anterior, según la 
forma y periodicidad que determine el reglamento.  

 
Los Consejos Consultivos Regionales estarán compuestos por un 

representante de las Secretarías Regionales Ministeriales, si fuera el caso, de 
cada uno de los Ministerios que integran el Consejo Consultivo Nacional. En el 
caso de Ministerios o Servicios que no cuenten con presencia en la región 
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respectiva, podrán delegar ésta en otro Ministerio o justificar su inasistencia 
señalando este motivo por escrito. Además, serán integrados por un 
representante de las municipalidades que presten servicios sanitarios rurales o 
que cuenten con infraestructura de saneamiento, siempre que existan en la 
determinada región, elegido en la forma que determine el reglamento. 

 
Además, integrarán este consejo los representantes de comités y 

cooperativas de agua potable rural que sean electos de conformidad con las 
disposiciones de este artículo. El reglamento deberá considerar el mecanismo y 
procedimiento de elección de los dirigentes al consejo, el número de 
integrantes de estos representantes a ser electos en función de la cantidad de 
servicios sanitarios rurales existentes en la región, con un mínimo de tres y 
máximo de siete titulares a elegir. 

 
Presidirá las sesiones el Secretario Regional Ministerial de Obras 

Públicas. El representante del comité o cooperativa de agua potable rural que 
haya obtenido la mayor votación representará a los integrantes de este consejo 
en el Consejo Consultivo Nacional. 

 
El Secretario Ejecutivo será el Subdirector Regional de Servicios 

Sanitarios Rurales del Ministerio. Sus funciones serán citar a las sesiones, 
levantar acta, informar de los acuerdos adoptados y las demás que el consejo o 
el reglamento le encomienden.”. 

 
65) Elimínase el epígrafe del Capítulo 2 del Título VI “Del registro y 

clasificación de operadores”. 
 
66) Elimínase el artículo 69. 
 
67) Elimínase el artículo 70. 
 
68) Elimínase el artículo 71. 
 
69) Sustitúyese la denominación del Capítulo 3 del Título VI por 

Capítulo 2. 
 
70) Reemplázase el artículo 72, que ha pasado a ser artículo 59, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 59.- Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase 

la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales en la Dirección de Obras 
Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, a cargo de un funcionario que 
tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales. 

 
A esta Subdirección le corresponderá efectuar estudios, gestión 

comunitaria, inversiones de agua potable, inversiones de saneamiento, 
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proyectos de agua potable, proyectos de saneamiento y llevar el registro de los 
licenciatarios y demás funciones que le otorga esta ley. 

 
En cada región existirá un Subdirector Regional de Servicios 

Sanitarios Rurales, quien tendrá por funciones la ejecución de las políticas y 
programas que se formulen conforme a esta ley, así como también aquellas 
funciones de la Subdirección que sean aplicables a nivel regional, previa 
delegación o instrucción del Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales. A los 
cargos de Subdirector antes indicados se les aplicará el Título VI de la ley N° 
19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que 
indica, y quedarán afectos al segundo nivel jerárquico.”. 

 
71) Reemplázase el artículo 73, que ha pasado a ser artículo 60, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 60.- Funciones. Serán funciones de la Subdirección de 

Servicios Sanitarios Rurales: 
 
a) Ejecutar la política nacional de servicios sanitarios rurales 

dispuesta en el artículo 4°, conforme a lo que determine el Ministerio. 
En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y 

proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan 
fuera del área de servicio de los operadores. 

b) Administrar el Registro de Licenciatarios. 
c) Elaborar los diagnósticos, evaluaciones y categorización a que se 

refieren los artículos 22, 23 y 26 de esta ley. 
d) Asesorar a los licenciatarios, directamente o a través de terceros, 

por medio de convenios o contratos. A su vez, podrá facilitar asesorías 
específicas por comités o cooperativas que en esa materia hayan sido 
evaluados favorablemente por la Subdirección y prestar apoyo financiero en 
relación a los gastos asociados. 

e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos 
económica, técnica y socialmente, directamente o a través de terceros. 

f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para 
la contratación de la inversión de los Gobiernos Regionales u otras instituciones 
públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales. 

g) Pedir informes y auditar la contabilidad de las licenciatarias, 
cuando corresponda. Para estos efectos podrá encargar a terceros la revisión 
de su funcionamiento administrativo, contable y financiero. 

h) Aprobar la puesta en operación de las obras de cada licenciatario, 
directamente o a través de terceros, sin perjuicio de las atribuciones de la 
autoridad sanitaria. 

i) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de 
fiscalización al Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, 
Fomento y Turismo, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando 
correspondiere. 
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j) Visar técnicamente los proyectos respecto de las etapas del 
servicio sanitario rural, sus ampliaciones y modificaciones, sin perjuicio de las 
atribuciones de la autoridad sanitaria. Para tal efecto, podrá contar con la 
asesoría de terceros en conformidad con lo dispuesto en la letra d). 

k) Apoyar, asistir y asesorar a los licenciatarios de servicios 
sanitarios rurales en la gestión comunitaria, directamente o a través de 
terceros, en conformidad con lo dispuesto en la letra d). 

l) Estudiar, aprobar e informar al Ministerio las solicitudes de 
expropiaciones de bienes inmuebles y derechos de aguas requeridos para la 
prestación de los servicios sanitarios rurales. 

m)  Comprar o adquirir bienes inmuebles y derechos de 
aprovechamiento de aguas para la prestación de los servicios sanitarios 
rurales, ya sea con fondos del Estado o con aportes de los comités o 
cooperativas o beneficiados. 

n) Requerir a los comités y cooperativas la información que fuera 
necesaria para el ejercicio de sus funciones, en conformidad con el artículo 62. 

o) Elaborar manuales para los planes y protocolos de emergencia 
que deberán adoptar los licenciatarios ante distintas amenazas o situaciones 
que puedan afectar la prestación del servicio. 

p) Interpretar administrativamente, mediante circulares de aplicación 
general, en materias de su competencia, las disposiciones de esta ley que 
rigen a los servicios sanitarios rurales, su reglamento, y absolver las consultas 
específicas que sobre estas materias le formulen. Estas circulares deberán ser 
publicadas en el sitio web institucional.  

q) Imponer a título gratuito servidumbres legales de alcantarillado, 
acueducto o de paso para la construcción, conservación y mejoramiento de 
infraestructura, en los términos señalados, respecto de los licenciatarios, en el 
artículo 15. Para todos los efectos, estas servidumbres serán consideradas 
bienes indispensables para la prestación del servicio, en los términos del 
artículo 16. Estas servidumbres no podrán aprovecharse en fines distintos de 
aquellos para los cuales se han constituido. 

r) Designar a los administradores temporales, cuando corresponda y 
en conformidad con el artículo 29. 

s) Determinar, fusionar, ampliar o modificar el área de servicio de las 
licenciatarias mediante resolución fundada. 

t) Denunciar o presentar acciones civiles o penales en el caso de 
tomar conocimiento de hechos que revistan el carácter de ilícito civil o penal o 
de una infracción a esta ley en relación con los servicios sanitarios rurales. 

u) Colaborar y participar con los organismos públicos en los 
aspectos que regula la presente ley con el objetivo de mejorarla prestación de 
los servicios sanitarios rurales. 

v) Las demás que la ley le asigne.”. 
 
72) Reemplázase el artículo 74, que ha pasado a ser artículo 61, por 

el siguiente: 
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“Artículo 61.- Facultad de acceso de los funcionarios de la 
Subdirección y de la Superintendencia. Los funcionarios de la Subdirección, de 
la Superintendencia y terceros debidamente mandatados tendrán libre acceso 
a las obras, a sus dependencias y, en general, a todo inmueble o instalación de 
los comités y cooperativas destinados a la prestación del servicio sanitario rural 
a objeto de realizar las funciones que les son propias.”. 

 
73) Elimínase el artículo 75. 
 
74) Reemplázase el artículo 76, que ha pasado a ser artículo 62, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 62.- Información. La Subdirección podrá requerir a los 

comités y cooperativas la información que fuere necesaria para el ejercicio de 
sus funciones. 

 
Sin perjuicio de la obligación que tengan de informar a la 

Superintendencia, los licenciatarios deberán informar a la Subdirección de 
cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural 
inmediatamente después de ocurrido o, a más tardar, dentro de los tres días 
siguientes desde que se tomó conocimiento del mismo, aun cuando no hubiere 
mediado requerimiento del citado organismo. En caso de que se trate de 
hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el 
comité o cooperativa deberá informar además a la autoridad sanitaria 
inmediatamente ocurrido el hecho o, a más tardar, dentro de las veinticuatro 
horas siguientes a su conocimiento. 

 
Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo 

hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad, seguridad y, en 
general, las condiciones sanitarias para un número de socios o usuarios igual o 
superior al porcentaje que indique el reglamento.”. 

 
75) Sustitúyese la denominación del Capítulo 4 del Título VI por 

Capítulo 3. 
 
76) Modifícase el artículo 77, que ha pasado a ser artículo 63, del 

siguiente modo:  
 
1. En el inciso primero:  
 
a) Reemplázase la frase “promover, formar e instalar” por la 

siguiente: “la instalación de”; 
 
b) Intercálase, entre las expresiones “nuevos” y “se definirá”, la 

siguiente frase: “y, para mejoramientos, ampliaciones y conservaciones de los 
servicios sanitarios rurales existentes”;  
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c) Reemplázase la frase “conforme a lo establecido en los artículos 
78, 79 y 80, pudiéndose considerar”, por la siguiente expresión “considerando” 
y una coma (,);  

 
d) Intercálase entre la expresión “beneficiarios” y el punto y aparte, 

una coma y la siguiente frase “cuando corresponda, y complementariamente el 
resultado del diagnóstico a que se refiere el artículo 22”.  

 
2. En el inciso segundo:  
 
a) Reemplázase la expresión “el inciso anterior” por “este capítulo”;  
 
b) Agrégase, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser 

seguido, la siguiente oración: “Estas inversiones quedarán exceptuadas de las 
autorizaciones o habilitaciones a que se refiere el artículo 2° del decreto 
supremo N°735, de 1969, del Ministerio de Salud, reglamento de los servicios 
de agua destinados al consumo humano.”. 

 
77) Sustitúyese la denominación del artículo 78 por artículo 64. 
 
78) Reemplázase en el artículo 79, que ha pasado a ser artículo 65, 

la frase “uno de los segmentos de operadores indicado en el artículo 70” por la 
siguiente “categorización y segmentación de los servicios sanitarios rurales en 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 26”. 

 
79) Reemplázase el inciso quinto del artículo 80, que ha pasado a 

ser artículo 66, por el siguiente: 
 
“Los demás aspectos relacionados con la elaboración del programa 

anual de selección y con el sistema de postulación, de selección y de 
priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el 
reglamento.”. 

 
80) Modifícase el artículo 81, que ha pasado a ser artículo 67, del 

siguiente modo: 
 
1. Reemplázase la denominación del artículo “Ventanilla única” por 

la siguiente “Visación de proyectos de servicios sanitarios rurales de otras 
instituciones”. 

 
2. Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 
 
“Los proyectos de mejoramientos y o ampliaciones de infraestructura 

para comités o cooperativas efectuados por terceros deberán previamente ser 
visados por la Subdirección.”. 
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81) Elimínase en el inciso segundo del artículo 82, que ha pasado a 
ser artículo 68, la siguiente frase “, pasando de pleno derecho y por el solo 
ministerio de la ley al Ministerio, en cuanto cese la licencia y en caso de 
extinción del operador”. 

 
82) Modifícase el artículo 83, que ha pasado a ser artículo 69, del 

siguiente modo: 
 
1. Intercálase en la denominación del artículo, entre la expresión 

“donaciones” y el punto seguido, la siguiente expresión: “y destinación de 
bienes públicos”. 

 
2. Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 
 
“Asimismo, la Subdirección podrá aceptar destinaciones de bienes 

públicos o municipales, sean muebles o inmuebles, para la ejecución, 
conservación o mantención de obras destinadas exclusivamente a la prestación 
de los servicios sanitarios rurales, de conformidad con el decreto ley Nº 1.939, 
de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, que contiene normas sobre 
adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.”. 

 
83) Incorpórase en el artículo 84, que ha pasado a ser artículo 70, el 

siguiente inciso final, nuevo: 
 
“En todo caso, la Subdirección podrá implementar programas de 

asistencia a los comités y cooperativas para regularización de obras, terrenos y 
derechos de aprovechamiento de agua para los efectos de este artículo.”. 

 
84) Reemplázase el epígrafe del Capítulo 5, que ha pasado a ser 

Capítulo 4, del Título VI, por el siguiente: 
 

“De la fiscalización, sanciones y medidas alternativas.”. 
 
85) Reemplázase el artículo 85, que ha pasado a ser artículo 71, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 71.- La Superintendencia ejercerá las atribuciones y 

facultades de fiscalización, supervigilancia y labores de preparación respecto a 
los fiscalizados para velar por el cumplimiento de la normativa legal y 
reglamentaria vigente y de las instrucciones y resoluciones que se dicten para 
la adecuada prestación de los servicios sanitarios rurales, así como aquellas 
funciones que determine esta ley. Lo anterior, sin perjuicio de aquellas que 
correspondan a la autoridad sanitaria, en cuyo caso, las facultades de 
fiscalización se ejercerán coordinadamente. 

 
Para estos efectos, la Superintendencia ejercerá las facultades que 

le confiere esta ley y la ley N°18.902, que crea la Superintendencia de Servicios 
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Sanitarios, en cuanto fuere pertinente. De igual modo, ejercerá estas funciones 
a través de las oficinas que la Superintendencia tenga destacadas en las 
distintas regiones del país o por las que se creen en el futuro, según se 
consideren los recursos humanos y financieros necesarios. 

 
Asimismo, la Superintendencia podrá aplicar multas a beneficio 

fiscal cuando los fiscalizados infrinjan la ley, el reglamento o demás 
disposiciones aplicables, sin perjuicio de la procedencia de planes de 
cumplimiento o de la aplicación previa de labores de preparación. Se entenderá 
por labores de preparación las visitas preventivas, la entrega de información, 
las recomendaciones para mejorar el funcionamiento u operación del sistema o 
parte del mismo, las capacitaciones o reuniones, o de fortalecimiento de 
capacidades de los comités y cooperativas y las demás que se establezca el 
reglamento. 

 
Cuando se inicie un procedimiento de fiscalización por infracciones 

señaladas en las letras a) y b) del artículo 75, atribuibles a un licenciatario, la 
Superintendencia, junto con la formulación de cargos, informará la posibilidad 
de presentar un plan de cumplimiento dentro de treinta días hábiles. Vencido 
dicho plazo sin presentación de una propuesta, la Superintendencia aprobará 
de oficio un plan de cumplimiento estándar, conforme al reglamento.  

 
Recibido un plan por el licenciatario, la Superintendencia resolverá 

dentro de treinta días hábiles, pudiendo aprobarlo con condiciones o rechazarlo 
si la infracción no es susceptible de plan de cumplimiento según esta ley y su 
reglamento. Tratándose de licenciatarios de categoría menor, la 
Superintendencia siempre aplicará un plan de cumplimiento previo a la 
aplicación de sanciones. Si el plan adolece de observaciones formales 
previstas en el reglamento, la Superintendencia otorgará un plazo adicional 
para subsanarlas, pudiendo también corregirlas de oficio. 

 
El plan de cumplimiento deberá contener medidas preventivas o 

correctivas, incluyendo metas, acciones y plazos, en conformidad con lo 
dispuesto en el reglamento. Para estos efectos, el reglamento de esta ley 
establecerá los contenidos, requisitos, plazos, los criterios de aprobación, 
seguimiento y sanciones aplicables a los planes por su incumplimiento. 

 
Aprobado el plan de cumplimiento por la Superintendencia, el 

procedimiento se suspenderá y se reanudará solo en caso de incumplimiento. 
Cuando el incumplimiento afecte gravemente la calidad o continuidad del 
servicio, la Superintendencia solicitará a la Subdirección la declaración de 
riesgo del servicio, según el artículo 28. 

 
Para el ejercicio de las atribuciones y facultades de que trata este 

capítulo, se deberá tener en consideración el diagnóstico y evaluación a que se 
refieren los artículos 22 y 23, además, de la categorización y segmentación de 
los comités y cooperativas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.”. 



 70 

 
86) Agrégase, a continuación del artículo 85, que ha pasado a ser 

artículo 71, el siguiente artículo 72, nuevo: 
 
“Artículo 72.- Calificación del incumplimiento. Cada vez que se inicie 

un procedimiento de fiscalización por parte de la Superintendencia, de oficio o a 
petición de parte, en virtud del cual se atribuya uno o más incumplimientos de 
un licenciatario en la prestación del servicio sanitario rural, la autoridad deberá 
considerar si el incumplimiento es atribuible a una deficiente gestión del servicio 
o a una falta de inversión. En este último caso, la Superintendencia lo informará 
a la Subdirección para efectos de que se considere el informe sobre las 
deficiencias detectadas dentro de las necesidades de su cartera de proyectos e 
inversiones.”. 

 
87) Reemplázase el artículo 86, que ha pasado a ser artículo 73, por 

el siguiente: 
 
“Artículo 73.- Condiciones especiales de servicio. Las instrucciones 

y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades 
normativas podrán considerar condiciones especiales de servicio, 
determinadas previamente de acuerdo a los artículos 24 y 39, en conformidad 
con el reglamento respecto de los licenciatarios que corresponda, siempre que 
no se afecte la calidad del agua potable ni la salud de la población.”. 

 
88) Elimínanse los artículos 87 y 88. 
 
89) Reemplázase el artículo 89, que ha pasado a ser artículo 74, por 

el siguiente:  
 
“Artículo 74.- Infracciones. Los licenciatarios sometidos a la 

fiscalización de la Superintendencia que incurrieren en alguna infracción a las 
leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios 
rurales, o que no cumplan con las instrucciones, órdenes y resoluciones que 
dicte, podrán ser sancionadas de conformidad a este artículo, sin perjuicio de 
las medidas de cumplimiento que establece la ley. 

 
Las infracciones que corresponde aplicar a la Superintendencia, se 

clasificarán en primer grado, segundo grado y tercer grado. Las 
responsabilidades en que incurra un infractor por aquellas establecidas en esta 
ley, se entienden sin perjuicio de las demás responsabilidades legales que 
pudieran corresponderle. 

 
Se considerarán infracciones de primer grado las siguientes: 
 
a) Incumplir las obligaciones y plazos establecidos en esta ley; 
b) Incumplir las órdenes escritas y requerimientos de la 

Superintendencia o de la Subdirección; 
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c) Incumplir los plazos fijados por la Superintendencia en el ejercicio 
de sus atribuciones.  

d) Efectuar cobros indebidos o tratos discriminatorios a los usuarios 
o socios;  

e) Atender en forma deficiente o no atender los reclamos de los 
usuarios, según los estándares establecidos por la Superintendencia;  

f) Ausencia u omisión de registros documentales y financieros; 
g) Incumplir las exigencias de continuidad del servicio a los socios y 

usuarios que forman parte del área de servicio, en conformidad con lo 
dispuesto en el reglamento.  

h) Toda otra infracción a las leyes que regulan a los servicios 
sanitarios rurales en que incurra un licenciatario, que no califique como una 
infracción de segundo o tercer grado, conforme a los incisos siguientes, y no 
tenga una sanción asignada.  

 
Se considerarán infracciones de segundo grado: 
 
a) La entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente 

errónea. 
b) El uso de los fondos recaudados por tarifas para fines no 

autorizados por la ley y el reglamento.  
c) La instalación de arranques u obras que alteren la continuidad o 

calidad del servicio, sin autorización de la Subdirección. 
d) El incumplimiento del plan de inversiones.  
e) El daño a las redes u obras generales de los servicios causados 

por la negligencia del prestador del servicio. 
 
Se considerarán infracciones de tercer grado: 
 
a) Aquellas acciones que, sin autorización, habilitación o causa 

justificada, afecten la continuidad del servicio a más de la mitad de los socios y 
usuarios que forman parte del área de servicio, causadas por su exclusiva 
responsabilidad. 

b) Incumplir las exigencias de calidad o continuidad del servicio. 
 
Previo a la aplicación de las sanciones establecidas en el artículo 

siguiente, para el caso de las infracciones de primer y segundo grado la 
Superintendencia podrá disponer, de oficio o a petición del licenciatario, la 
aplicación de un plan de cumplimiento, en conformidad con lo dispuesto en 
esta ley y su reglamento. En dicho caso no procederá la aplicación de multa 
salvo el incumplimiento de dicho plan. Para el caso de licenciatarios de 
categoría menor, la Superintendencia siempre aplicará planes de cumplimiento 
previo a la aplicación de sanciones.”. 

 
90) Agréganse, a continuación del artículo 89, que ha pasado a ser 

artículo 74, los siguientes artículos 75, 76, 77 y 78, nuevos: 
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“Artículo 75.- Sanciones.  
 
Las sanciones a las infracciones establecidas en el artículo 

precedente serán las siguientes: 
 
a) Las infracciones de primer grado podrán ser sancionadas con una 

amonestación escrita o multa de hasta diez unidades tributarias mensuales. 
b) Las infracciones de segundo grado podrán ser sancionadas con 

una multa de hasta veinte unidades tributarias mensuales. 
c) Las infracciones de tercer grado podrán ser sancionadas con una 

multa de hasta treinta unidades tributarias mensuales. 
 
Artículo 76.- Procedimiento. Las multas se aplicarán por resolución 

de la Superintendencia, previo procedimiento administrativo y con copia 
informativa a la Subdirección, teniendo en consideración las reglas y principios 
de la ley 19.880, como también las disposiciones que sean aplicables de la ley 
18.902, siempre que sean compatibles con esta ley y con la realidad rural, en 
conformidad con lo que establezca un reglamento del Ministerio de Obras 
Públicas. 

 
Para las sanciones dispuestas en el artículo 75, el monto de la multa 

podrá incrementarse hasta el doble, proporcionalmente y según su gravedad, 
en caso de reiteración. Cuando se trate de infracciones que pongan en peligro 
o afecten la salud de la población, la Superintendencia remitirá los 
antecedentes a la autoridad sanitaria para que determine si corresponde aplicar 
lo dispuesto en el Código Sanitario. 

 
No procederá sanción por causas de fuerza mayor o cuando la 

infracción se haya producido por la afectación de la calidad del agua atribuible 
a contaminación de terceros y el licenciatario hubiese adoptado las medidas de 
suspensión del suministro y dado información inmediata a la autoridad 
competente. 

 
Los prestadores de servicios sanitarios rurales que hayan sido 

sancionados por la Superintendencia conforme a este capítulo, podrán solicitar 
una rebaja o condonación de la multa dentro del plazo de 30 días, previa 
propuesta de acciones o medidas de remediación. Aprobada la propuesta, la 
Superintendencia verificará la implementación de las medidas destinadas a 
evitar nuevas infracciones, en los términos que establezca el reglamento. 

 
Efectuada la solicitud de condonación o rebaja de multa por el 

licenciatario, la Superintendencia, deberá remitir los antecedentes del 
procedimiento sancionatorio, en un plazo de diez días, a la Subdirección para 
conocimiento de las medidas de remediación propuestas por el licenciatario.  
Para tales efectos, la Subdirección podrá proponer a la Superintendencia otras 
acciones o medidas, adicionales o complementarias, orientadas a la corrección 
o cumplimiento, según la naturaleza y gravedad de la infracción. 



 73 

 
Una vez ejecutadas o cumplidas las medidas, por parte del 

licenciatario o de las personas designadas en su representación, la 
Subdirección enviará a la Superintendencia un informe o certificado en que 
conste la ejecución o cumplimiento de las medidas por parte del licenciatario. 
Recibido por la Superintendencia el informe o certificado, ésta verificará el 
cumplimiento de las acciones o medidas propuestas, declarando condonada la 
multa, o bien estableciendo su rebaja. 

 
Artículo 77.- De la fiscalización, medidas alternativas y sanciones 

para los servicios categorizados como menores. Respecto de aquellos 
servicios sanitarios rurales categorizados como menores, la Superintendencia 
deberá realizar labores de preparación como instancia previa al ejercicio de sus 
facultades fiscalizadoras, cuando corresponda, salvo situaciones de 
emergencia. Cuando sea procedente la realización previa de labores 
preparatorias, el requisito se cumplirá al haberse realizado al menos una.  

 
En casos fundados, tales como infracciones que puedan causar una 

declaración de riesgo del servicio, la Superintendencia remitirá los 
antecedentes a la Subdirección para que proceda en conformidad al artículo 
28. Lo anterior, sin perjuicio de sus facultades de instruir acciones o medidas. 

 
Artículo 78.- Prescripción de las infracciones. La Superintendencia 

no podrá aplicar multa a un prestador de servicio sanitario rural luego de 
transcurridos tres años contados desde la fecha en que se hubiere cometido la 
infracción contemplada en esta ley. Este plazo de prescripción se interrumpirá 
con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de 
las mismas.”. 

 
Disposiciones transitorias 

 
Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia transcurridos ciento 

veinte días corridos desde su publicación.  
 
Dentro de noventa días corridos contados desde la entrada en 

vigencia de la ley, deberán dictarse las modificaciones que correspondan al 
decreto supremo N° 50, de 2019, del Ministerio de Obras Públicas, reglamento 
de la ley N° 20.998, que regula los servicios sanitarios rurales. 

 
Artículo segundo.- Al momento de la entrada en vigencia de esta ley, 

las tarifas que hayan sido determinadas dentro de los plazos que establece el 
artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.998 o que estén pendientes de 
determinación o dicho plazo aún no haya transcurrido, deberán adecuarse a las 
modificaciones de esta ley dentro de los plazos y etapas que establecerá un 
calendario para la primera y segunda fijación tarifaria, según corresponda, 
dictado mediante decreto del Ministerio de Obras Públicas expedido bajo la 
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fórmula "por orden del Presidente de la República", el que se publicará en el 
sitio web institucional. 

 
Este calendario deberá dictarse dentro del plazo de un año contado 

desde la publicación de esta ley. Este calendario tendrá en consideración la 
vulnerabilidad de los servicios, el diagnóstico y evaluación a que se refieren los 
artículos 22 y 23, además, de la categorización y segmentación de los comités 
y cooperativas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 de esta ley. 
Asimismo, el calendario deberá considerar la división política y administrativa 
del país. 

 
Artículo tercero.- El plazo para alcanzar la gradualidad a que se 

refiere el artículo 27 será de treinta y seis meses contados desde la creación 
del fondo de atención de emergencias.  

 
El fondo de atención de emergencias, señalado en el artículo 27 de 

la ley N° 20.998, deberá crearse dentro del plazo de seis meses contados 
desde la publicación de esta ley, con un primer depósito a plazo en una 
institución bancaria de amplia cobertura territorial con la cual la Subdirección 
suscribirá un convenio. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, los licenciatarios podrán solicitar un plazo 

mayor a la Subdirección en casos debidamente fundados y en la medida que 
comprueben la existencia de aportes a dicho fondo. 

 
De igual forma, el plazo para alcanzar la gradualidad del fondo de 

reposición de infraestructura a que se refiere el artículo 33 será de cinco años 
contados desde su creación. 

 
El fondo de reposición de infraestructura, señalado en el artículo 33 

de la ley N° 20.998, deberá crearse dentro del plazo de seis meses contados 
desde la primera fijación tarifaria de la Superintendencia o, en su defecto, 
desde la publicación de esta ley, con un primer depósito a plazo en una 
institución bancaria de amplia cobertura territorial con la cual la Subdirección 
suscribirá un convenio. 

 
Artículo cuarto.- Los servicios sanitarios rurales que a la fecha de 

publicación de esta ley estuvieren prestando servicios secundarios deberán 
informar los usuarios secundarios, sus características y caudales promedio a la 
Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales dentro de un plazo de ciento 
ochenta días contados desde que entre en vigencia esta ley. De igual forma, no 
les será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 
20.998. 

 
Artículo quinto.- Las referencias a las cooperativas de agua potable 

rural, cooperativas de agua potable, cooperativas de abastecimiento y 
distribución de agua potable o similares, se entenderán efectuadas a las 
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cooperativas de servicios sanitarios rurales señaladas en el decreto con fuerza 
de ley Nº 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, 
promulgado el año 2003 y publicado el año 2004, que fija el texto refundido, 
concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.  

 
Artículo sexto.- Los comités y cooperativas de agua potable rural o 

de servicios sanitarios rurales o con denominaciones similares, que a la fecha 
de publicación de la presente ley se encuentren prestando el servicio sanitario 
rural y cuenten o hayan contado con aportes del Estado, se entenderán de 
pleno derecho como titulares de sus respectivas licencias por el solo ministerio 
de la ley, las que serán indefinidas e intransferibles en los términos del artículo 
14.  

 
De igual modo, se considerarán como licenciatarios para todos los 

efectos de esta ley, aquellos casos excepcionales en que, a la fecha de 
publicación de esta ley, el servicio sea prestado por una municipalidad o por 
una comunidad indígena o agrícola, siempre que estén incorporados en el 
Registro de Licenciatarios de la Subdirección.  

 
Dentro de los 180 días siguientes a la publicación de esta ley, la 

Subdirección deberá publicar en su sitio web institucional un primer catastro de 
los comités, cooperativas u otras entidades susceptibles de ser consideradas 
como licenciatarios para efectos de esta ley.  

 
El primer catastro conformará el Registro de Licenciatarios, 

entendiéndose incorporados en él a todos los prestadores que lo conformen, 
sin más trámite. Una vez conformado el Registro con el primer catastro, éste 
deberá ser actualizado por la Subdirección en forma periódica y publicar una 
nómina de licenciatarios en su sitio web. 

 
Con todo, aquellos prestadores que no estén incorporados en el 

primer catastro o en el Registro de Licenciatarios, según corresponda, siempre 
que cumplan con los requisitos de este artículo podrán solicitar a la 
Subdirección su incorporación. Recibida la solicitud y verificado el cumplimiento 
de esta ley, la Subdirección dentro de un plazo máximo de 30 días hábiles 
procederá a incorporarlos en el Registro de Licenciatarios sin más trámite.  

 
Artículo séptimo.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación 

de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con 
cargo al presupuesto del Ministerio de Obras Públicas. No obstante lo anterior, 
el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del 
gasto que no se pudiere financiar con tales recursos, con cargo a la partida 
presupuestaria Tesoro Público. Para los años posteriores el gasto se financiará 
con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de 
Presupuestos del Sector Público.”.”. 

 
- - -  
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ACORDADO 

 
Acordado en sesiones celebradas los días 8 de octubre de 2025, 

con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Castro Prieto 
(Presidente), Alfonso De Urresti Longton (en reemplazo del Honorable Senador 
señor Tomás De Rementería Venegas), Sergio Gahona Salazar y Carlos 
Ignacio Kuschel Silva; 15 de octubre de 2025, con asistencia de los Honorables 
Senadores señores Juan Castro Prieto (Presidente), Alfonso De Urresti 
Longton (en reemplazo del Honorable Senador señor Tomás De Rementería 
Venegas) y Enrique Van Rysselberghe Herrera (en reemplazo del Honorable 
Senador señor Sergio Gahona Salazar); 5 de noviembre de 2025, con 
asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Castro Prieto (Presidente), 
señora Yasna Provoste Campillay y señores Sergio Gahona Salazar y Carlos 
Ignacio Kuschel Silva, y 26 de noviembre de 2025, con asistencia de los 
Honorables Senadores señor Juan Castro Prieto (Presidente), señora Yasna 
Provoste Campillay y señores Sergio Gahona Salazar y Carlos Ignacio Kuschel 
Silva. 
 

Sala de la Comisión, a 26 de noviembre de 2025. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JORGE JENSCHKE SMITH 
ABOGADO SECRETARIO DE LA COMISIÓN 
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RESUMEN EJECUTIVO 

 
INFORME DE LA COMISIÓN DE RECURSOS HÍDRICOS, 
DESERTIFICACIÓN Y SEQUÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN 
PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MENSAJE DE S.E. EL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.998, CON 
EL PROPÓSITO DE MODERNIZAR Y FORTALECER EL RÉGIMEN 
JURÍDICO APLICABLE A LOS SERVICIOS SANITARIOS RURALES. 
(BOLETÍN Nº 17.877-33). 
_______________________________________________________________ 
 
I. OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 

modernizar y fortalecer el régimen jurídico aplicable a los servicios 
sanitarios rurales, consolidando su naturaleza comunitaria y sin fines de 
lucro y asegurando condiciones de equidad, eficiencia y sostenibilidad 
en la provisión de agua potable y saneamiento en los territorios rurales 
del país. 

 
II. ACUERDOS: aprobado en general por unanimidad (4x0). 
 
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: 

consta de un artículo único, que contiene 90 numerales, y siete 
disposiciones transitorias. 

 
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: los incisos primero y cuarto del 

artículo 11, nuevo, contenido en el numeral 10), y el inciso segundo del 
artículo 15, propuesto por el numeral 12), ambos del artículo único del 
proyecto, tienen rango orgánico constitucional; en el primer caso, en 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 118, inciso quinto, y 119, 
inciso tercero, de la Constitución Política de la República, por determinar 
atribuciones de las municipalidades y referirse a materias que deben ser 
acordadas por el concejo municipal, y, en el segundo caso, atendido lo 
prescrito por el artículo 118, inciso quinto, de la Ley Suprema, por 
determinar atribuciones de las municipalidades. Lo consignado, en 
correspondencia con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta 
Fundamental. 

 
V. URGENCIA: “suma”. 
 
VI. ORIGEN E INICIATIVA: Senado. Mensaje de S.E. el Presidente de la 

República. 
 
VII TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero. 
 
VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 1 de octubre de 2025. 
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IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general. 
 
X.  LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA 

MATERIA: 1) ley N° 20.998, que regula los servicios sanitarios rurales, y 
su Reglamento; 2) ley N° 21.401, que modifica la ley N° 20.998, que 
regula los servicios sanitarios rurales, para perfeccionar su aplicación e 
implementación en razón de los efectos de la pandemia por Covid-19; 3) 
ley N° 21.520, que modifica ley N° 20.998, que regula los servicios 
sanitarios rurales, para ajustar sus requisitos y plazos de 
implementación; 4) decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de 
Obras Públicas, promulgado en 1997 y publicado en 1998, que fija el 
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, de 1964 
y del DFL N° 206, de 1960; 5) ley N° 18.902, que crea la 
Superintendencia de Servicios Sanitarios; 6) decreto con fuerza de ley 
N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado en 1988 y 
publicado en 1989, Ley General de Servicios Sanitarios; 7) decreto con 
fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, Ley de 
Tarifas; 8) ley N° 18.778, que establece subsidio al pago de consumo de 
agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas; 9) ley N° 
19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, 
cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto supremo 
N° 58, del Ministerio del Interior, del año 1997; 10) decreto con fuerza de 
ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, 
promulgado en 2003 y publicado en 2004, que fija el texto refundido, 
concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas; 11) ley 
N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos 
que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado; 12) 
ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios 
públicos que indica; 13) decreto ley N° 2.186, del Ministerio de Justicia, 
de 1978, que aprueba ley orgánica de procedimiento de expropiaciones; 
14) decreto ley N° 2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 
1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña 
propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella; 15) Código 
de Aguas, cuyo texto fija el decreto con fuerza de ley N° 1.122, del 
Ministerio de Justicia, de 1981; 16) ley N° 19.253, que establece normas 
sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la 
Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; 17) decreto ley N° 1.939, 
del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1977, que contiene normas 
sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado; 18) 
decreto supremo N° 735, del Ministerio de Salud Pública, de 1969, 
Reglamento de los servicios de agua destinados al consumo humano; 
19) ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la 
gestión pública, y 20) ley N° 21.770, que establece una ley marco de 
autorizaciones sectoriales e introduce modificaciones a los cuerpos 
legales que indica. 
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Valparaíso, a 26 de noviembre de 2025. 
 
 
 
 
 
 

JORGE JENSCHKE SMITH 
ABOGADO SECRETARIO DE LA COMISIÓN 
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